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El presente caso, refiere a la causa seguida contra el inculpado, Julio Cesar Gallo 
Correa, por el delito contra la libertad sexual, en agravio de la menor de iniciales 
K.R.C.S de once años de edad. 
 
Por un lado, mediante Sentencia de primera instancia, la Primera Sala Penal 
Corporativa de Proceso Ordinarios con Reos en Cárcel de la Corte Superior de 
Justicia de Lima, falla condenando al imputado a cinco años de pena privativa de la 
libertad. El Ministerio Publico, interpone recurso de Nulidad. 
Por otro lado, resolviendo el recurso de Nulidad interpuesto por el Ministerio 
Público, la Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema, declaró que si había nulidad 
en la sentencia de primera instancia, reformándola, y falla condenando al imputado 
a ocho años de pena privativa de la libertad. 
PALABRAS CLAVES 
 
Violación sexual, libertad sexual, indemnidad, tipicidad, Antijuricidad, Culpabilidad, 
menor de edad. 
I. SINTESIS DE LOS HECHOS QUE MOTIVARON LA INVESTIGACIÓN 
POLICIAL 
I.I SÍNTESIS DEL ATESTADO POLICIAL 
 
En fecha día 19 de agosto de 2001, a horas 9:10 am aprox. Se presentó a la 
comisaría del Agustino la señora Robertina Soria Zuta (29), soltera, natural de 
Cuzco, Obrera en la Municipalidad del Agustino, con domicilio en Jr. Los 
Rosales Nro. 1126 – 3er piso – El Agustino, quien denuncia que salió de su 
domicilio antes indicado, a su centro de labores dejando a sus dos menores 
hijas durmiendo (Karina Rocio Canto Soria (11) y Evelyn Pamela Canto Soria 
(09)), de lo que se aprovechó su vecino Julio César Gallo Correa (20) , quien 
domicilia en la misma dirección que la agraviada, para introducirse en la 
habitación de las dos menores niñas, dirigiéndose al camarote parte alta donde 
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dormía Karina Rocio, tapándole la boca y la nariz, para luego cogerla del cuello 
y decirle que no hable. Conduciéndola a su cuarto colindante, tirándola a su 
cama, cerrando la puerta para bajarle el pantalón y su prenda íntima, y proceder 
a violarla. Pese a la resistencia puesta por la menor, introduciéndole su miembro 
reproductivo. 
 
En conjunto con la denunciante, el SOT2. PNP Olivera Gonzales, Omar se 
constituyó en el referido domicilio, realizando la captura del presunto autor del 
delito, cuando abandonaba el domicilio. Asimismo, obtuvo la información de que 
esta persona vive hace dos años en el lugar, y que en una oportunidad abrió la 
puerta a horas de la madrugada del domicilio de la agraviada, cuando se 
encontraba durmiendo. Fue entonces que la señora Robertina lo sacó por la 




- Se formuló la papeleta de detención del investigado. 
- Se solicitó el reconocimiento médico legal en la menor Karina Rocio Canto. 
- Se solicitó los posibles antecedentes policiales del investigado. 
- Se solicitó el dosaje etílico y toxicológico ectoscópico balano propuciano del 
imputado. 
- Se solicitó los peritajes físico biológico en la prenda de vestir (trusa) de la 
menor. 
- Se comunicó los hechos a la Fiscalía Mixta de Familia los hechos en agravio 
de la menor. 
- Se solicitó el reconocimiento médico legal en el investigado 
- Se comunicó la detención del investigado a la Fiscalía Penal Mixta El 
Agustino. 
- Se solicitó las posibles requisitorias del investigado. 
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B) ACTAS 
- Registro personal del investigado. 
- De reconocimiento a la menor, donde reconoce al presunto autor. 
 
C) DOCUMENTOS RECIBIDOS 
Reconocimiento médico legal de la menor agraviada, con resultado: Defloración 
reciente, por coito contra natura. 
 
D) ANTECEDENTES Y REQUISITORIAS 
El investigado no registra a la fecha. 
 
 
E) ANÁLISIS DE LOS HECHOS 
Robertina Soria Suta, denuncia en la Comisaria de El Agustino que su menor 
hija Karina Rocio Canto Soria fue víctima del Delito contra la Libertad – Violación 
sexual por parte de su vecino Julio César Gallo, quien ingresó al lugar donde 
descansaban las menores, llevándose a la fuerza a Karina Rocio, a su 
habitación colindante, para consumar el hecho. Quien, enterado de los hechos, 
fue capturado por personal PNP, cuando se encontraba dándose a la fuga. 
Quien fue puesto a disposición de la dependencia policial. 
 
En la referencial de la menor, Karina Rocio Cantos Soria (11) en presencia de 
su progenitora y representante del Ministerio Público, se ratificó en los hechos, 
y señaló que se encontraba en la mañana descansando en el camarote de la 
parte de arriba, cuando su madre se fue a trabajar, este hecho fue aprovechado 
por el imputado quien, tapándole la boca y la nariz, la llevó cargada hacia su 
cuarto que está frente al suyo. En eso, la colocó en su cama, le bajó el pantalón 
y la trusa, simultáneamente introdujo su miembro viril en su vagina donde al 
sentir dolor lo empujó y lo arañó en el cuello, para gritar y llamar a su madre. 
Quien instantes luego tocó la puerta del cuarto del investigado preguntando por 
la menor, es así cuando el imputado le indicó a la menor que se escondiera 
detrás de la puerta, negando su presencia. 
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En la manifestación del denunciado, Julio Cesar Gallo Correa (20), indica que 
al notar la ausencia de la madre y observar la puerta entre abierta, le pasa la 
voz a la menor para que ingrese a su dormitorio, donde al encontrarse ya los 
dos en su cama, se besan y le baja sus prendas (pantalón y trusa) y le introduce 
su dedo medio a su vagina, para luego introducirle su miembro viril causándole 
dolor. Asimismo, al escuchar que tocan la puerta, se retira de encima, donde le 
negó a la madre de la menor la presencia de esta, quien al salir fue vista por su 
mamá quien tomó conocimiento de los hechos dolosos. 
 
F) DILIGENCIAS POLICIALES PRACTICADAS 
Del Reconocimiento Médico Legal de la menor agraviada se establece: 
a. Julio Cesar Gallo Correa actuó con premeditación y alevosía para reducir 
y sustraer del lugar donde se encontraba la menor, practicando el acto 
sexual. 
b. Que, por negarse cínicamente en lo que se le imputa, señalando una 
relación sentimental de enamorados, a pesar que la agraviada indica que 
no. Tratando así el investigado de evadir su responsabilidad. 
c. Por el reconocimiento y sindicación de la menor hacia el denunciado en 
presencia del Ministerio Público. 
d. Por haber impuesto su condición de hombre, imperando la fuerza para 
reducir a la menor, estando en incapacidad de resistir. 
e. La aceptación del propio denunciado al indicar en su manifestación haber 
introducido a la menor en cuarto, aprovechando que no se encontraba 
nadie para cometer el acto sexual. 
 
G) CONCLUSIÓN 
Julio César Gallo Correa es el presunto autor del delito contra la libertad – 
Violación sexual en agravio de la menor Karina Rocío Canto Soria (11), 
conforme con el certificado médico legal antes citado. 
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SITUACIÓN DEL IMPLICADO 




- Papeleta de detención 
- Manifestación 
- Declaración 
- Acta de registro personal 
- Acta de reconocimiento 
- Reconocimiento médico legal 
- Hoja fotostática de la Municipalidad del Agustino 
- Billetera marrón con fotografía 
 
II. SINTESIS DE LA DECLARACIÓN INSTRUCTIVA 
Con fechas 20 de agosto y 13 de setiembre del 2001, el procesado Julio Gallo 
Correa declaró lo siguiente: 
 
 Conoce a la menor agraviada, hace dos a tres meses, más a la mamá de 
la agraviada (hace más de un año y medio) ya que trabajan juntos en el 
Consejo de el Agustino en el área de Limpieza Pública. 
 
 La menor le preguntaba por su mamá, ya que eran inquilinos en el mismo 
piso, y se encontraban cuando el procesado salía a lavarse, ya que en 
dicho lugar había un caño para todos los inquilinos. Además, indica que 
la menor lo buscaba en su cuarto, la hacía pasar, se hicieron 
enamorados, y que el día de los hechos él fue al cuarto de la menor, 
encontrando a la agraviada y a su hermana de nueve años de edad. La 
agraviada se encontraba echada en su cama de la segunda planta del 
camarote, tocándole su cara y su nariz. En tanto la menor le pregunta por 
su mamá, diciéndole él que no sabía y que la esperaba en el pasadizo 
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para conversar, saliendo con la agraviada a los 5 minutos y saludándose 
como enamorados. 
 
 Después de ello, la invitó a su cuarto, echándose los dos en su cama, 
para luego consumarse el ilícito penal. A los 4 minutos después cuando 
se encontraban sentados en su cama sin hacer nada, tocó la puerta del 
cuarto la mamá de la agraviada, preguntando por la menor, siendo 
negada su presencia por este. En ello, aprovechó para sacar a la menor 
hacia el pasadizo, mientras que su mamá de la agraviada se encontraba 
mirando en la puerta de su cuarto, dándose cuenta de ello y 
preguntándole qué hacia su hija en su cuarto, contestándole la menor 
que no había nada, para luego preguntárselo también al investigado, 
indicándole también que no había hecho nada. 
 
 Él regresa a su cuarto, y declara que solo ha practicado el acto sexual 
una vez con la menor, que no sabía que tenía once años ya que 
aparentaba tener 15 años. Además, indica que no la violó, ya que todo 
fue por mutuo acuerdo, que la menor le hizo un moretón en el cuello, y 
que él mantenía relaciones sexuales con su pareja, y que al conocer a la 
menor se enamoró de ella y que la imputación que realiza la menor es 
de mutuo acuerdo con su mamá. Haciendo énfasis en que son 
enamorados hace cuatro meses, y que ingresó a su cuarto como seis 
veces en horas de la tarde y que su hermano y su cuñada, sospechaban 






FISCALÍA PROVINCIAL MIXTA DE EL 
AGUSTINO 
 
JUZGADO MIXTO DEL MÓDULO BÁSICO 
DE JUSTICIA DE EL AGUSTINO 
Declaración instructiva del 
denunciado 
Declaración instructiva del 
denunciado 
Recabar antecedentes penales, 
judiciales, y ficha RENIEC del 
denunciado 
 
Declaración referencial de la menor 
agraviada 
Declaración referencial de la menor 
agraviada 
Embargo preventivo de los bienes del 
denunciado 
Embargo preventivo de los bienes del 
inculpado 
Declaración testimonial de la 
denunciante Robertina Soria Zuta 
Declaración testimonial de la 
denunciante Robertina Soria Zuta 
Inspección ocular en el lugar de los 
hechos 
Inspección judicial 
 Ratificación de los médicos legistas 
que suscribieron el certificado médico 
legal. 
 Recabar la partida de nacimiento de la 
menor 
 
CUARTA FISCALÍA PROVINCIAL PENAL 
DE LIMA 
 
CUARTO JUZGADO PENAL CON REOS EN 
CÁRCEL DE LIMA 
Declaración referencial de la menor Evaluación psiquiátrica y psicológica 
del inculpado 
Inspección ocular en el lugar de los 
hechos 
Recabar antecedentes penales, 
judiciales y hoja de carcelería 
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CUARTA FISCALÍA PROVINCIAL PENAL 
DE LIMA 
CUARTO JUZGADO PENAL CON REOS EN 
CARCEL DE LIMA 
 Declaración testimonial de: 
Rosa Mendoza Melendez 
Luis Enrique Gallo Correa 
Roberta Gutierrez Motta 
Silvestre Hidalgo Valencia 
 
 
III. CONCORDANCIAS Y CONTRADICCIONES ENTRE LAS PARTES 
a) Concordancias 
Entre la parte imputada y la agraviada presentan las siguientes 
concordancias: 
a.Son vecinos y viven en el mismo piso (al lado). 
b.La negación del imputado frente a la pregunta de la mamá por la 
menor. 
c.Se encontraban de casualidad. 
d. Que la menor duerme en la parte alta del camarote. 
e. Despojó de las prendas íntimas a la menor. 




Entre la parte imputada y la agraviada presentan las siguientes 
contradicciones: 
a.La menor indica que fue llevada a la fuerza al cuarto del investigado, 
mientras él indica que se encontraron en el pasadizo y ella por mutuo 
acuerdo. 
b.El investigado señala que mantiene una relación de cuatro meses 
con la menor, cuando ella refiere que no son enamorados. 
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c.El investigado indica que tiene un moretón en el cuello, a diferencia 
de la menor que indica que le arañó en el cuello, intentando empujarlo. 
d.El investigado señala que mantuvieron relaciones sexuales 




IV. SINTESIS DEL JUICIO ORAL: 
 
En la sala de Audiencias del establecimiento Penal de Régimen Cerrado 
Ordinario de Lurigancho, el 19 de agosto del 2002, con la concurrencia de los 
señores Vocales de la Primera Sala Penal Corporativa para Procesos 
Ordinarios con Reos en Cárcel de la Corte Superior de Justicia de Lima, bajo 
la presidencia y dirección de debate Josué Pariona Pastrana. 
El procesado, respecto al delito imputado, indicó que la menor le dijo que 
tenía quince años, que están juntos desde marzo del 2001 aproximadamente 
4 meses. Que mandó a sacar una partida para saber su verdadera edad y se 
quedó asombrado al saber que tenía once años, que como eran enamorados 
tuvieron relaciones, y que no fue a su cuarto a la fuerza. 
Asimismo, señaló que la menor no estaba histérica al salir de su habitación, 
que conversaban en la puerta y ella entraba, además niega haberla 
despojado de alguna de sus prendas, y que la agraviada no pidió auxilio en 
ningún momento. 
En la sala de Audiencias del establecimiento Penal de Régimen Cerrado 
Ordinario de Lurigancho, el 26 de agosto del 2002, como continuación de la 
Audiencia Oral, con la concurrencia de los señores Vocales de la Primera 
Sala Penal Corporativa para Procesos Ordinarios con Reos en Cárcel de la 
Corte Superior de Justicia de Lima, bajo la presidencia y dirección de debate 
Josué Pariona Pastrana. 
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El señor Fiscal procedió a emitir su requisitoria oral, señalando que 
aprovechando la vecindad con la agraviada, ya que son vecinos de distintos 
cuarto del inmueble ubicado en calle los Rosales 1126 – El Agustino, siendo 
aproximadamente las 6 de la mañana se aproximó el procesado a la 
habitación de la menor, y al comprobar que su madre no estaba la condujo a 
su cuarto y le practicó el acto sexual, cuando la menor contaba con menos 
de 14 años. 
Asimismo, la madre tuvo que denunciar el hecho, y la menor detalló que fue 
obligada a mantener relaciones sexuales, que lo conoce y que el día de los 
hechos le tapó la boca, la jaló a su domicilio, luego la penetró sexualmente y 
trató de ocultar su presencia. 
Además, el representante del Ministerio Público señala que el inculpado ha 
sostenido que mantuvo relaciones con la menor porque era su enamorada, 
lo que la menor ha negado ello. Además, el acusado aceptó los cargos, no 
obstante, su versión se encontraba desvanecida por la versión de la menor. 
Asimismo, el Ministerio Público considera que el delito se encuentra 
acreditado con el certificado médico legal, por ello lo vertido por el acusado 
no se puede ajustar a los que señala que el artículo 136 del Código de 
procedimientos penales. 
Por, lo que solicitó se imponga 5 años de pena privativa de libertad y al pago 
de 300 nuevos soles a favor de la agraviada. 
La defensa del procesado, señala que su patrocinado acepta los cargos, 
entonces es considerado confeso. Que, la menor le ocultó su verdadera edad 
y que si hubiese sabido que tenía once años, no hubiesen tenido relaciones 
sexuales. Que, su defendido al momento de ocurridos los hechos tenía 20 
años y que le alcanzan la responsabilidad restringida. 
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V. ÓRGANOS JURISDICCIONALES 
 
 
a) Sentencia de la Primera Sala Penal Corporativa de Proceso Ordinarios 
con Reos en Cárcel de la Corte Superior de Justicia de Lima 
Mediante Resolución s/n de dos se setiembre del dos mil dos: 
Los magistrados de la Corte Superior de Justicia, fundamentaron su 
decisión en los artículos 6°, 11°, 12°, 22°, 23°, 29°, 45°, 46°, 92°, 108°- 
A, 173° y 178°A del código penal, argumentando en dicha sentencia 
que para la graduación de la pena se tiene en consideración las 
condiciones personales del acusado, las circunstancias de la comisión 
del evento, la confesión del mismo, así como que los hechos 
ocurrieron cuando se encontraba en responsabilidad restringida ya 
que contaba con 20 años de edad. 
“FALLA: CONDENANDO a JULIO CESAR GALLO CORREA, como 
autor del delito contra la Libertad – Violación de la Libertad Sexual – 
en agravio de la menor con clave K.R.C.S., a CINCO AÑOS DE PENA 
PRIVATIVA DE LA LIBERTAD, la que con descuento de carcelería 
que viene sufriendo desde el diecinueve de agosto del dos mil uno, 
vencerá el dieciocho de agosto del dos mil seis. FIJARON: En la suma 
de quinientos soles, monto que se deberá abonar a favor de la 





Considero que la pena resulta muy benigna, debido a que tomaron como 
fundamento la responsabilidad restringida, para que la pena pueda ser 
mucho menor. Asimismo, es necesario examinar la responsabilidad 
restringida, ya que desde el punto de vista de que no es aplicable para los 
casos de violación sexual. 
14  
RECURSO DE NULIDAD INTERPUESTO POR EL MINISTERIO PÚBLICO 
 
El representante de la Octava Fiscalía Superior de Lima, presenta recurso 
de Nulidad, de fecha 09 de setiembre del 2002, indicado lo siguiente: 
 La pena impuesta resulta benigna, debido que el procesado ha 
minimizado su participación, manifestando que la menor agraviada 
era su enamorada y que las relaciones sexuales fueron por mutuo 
acuerdo, lo cual no ha sido aceptado por la menor. Asimismo, dicha 
institución consideró importante la concurrencia de la menor al juicio 
oral, la cual fue denegada, por lo que no se darán los presupuestos 
de la confesión sincera establecidos en el artículo 136° del Código 
de procedimientos penales. 
 Además, indica que el beneficio procesal de la responsabilidad 
restringida, que regula el artículo 22° del Código Penal, señala 
expresamente en su segundo párrafo que está excluido de dicho 
beneficio del agente que haya incurrido en delito de violación de la 




Me parece que existe una posible aplicación errónea a la figura jurídica de 
la responsabilidad restringida, ello juega un papel sumamente importante 
ya que, si esto es analizado por el órgano superior, es más que seguro 
que la pena se aumente. Asimismo, ¿Fue una confesión verdadera? 
Porque al parecer se rebajó la pena, teniendo en cuenta la responsabilidad 
restringida y la confesión, ya que el mínimo de la pena es de 20 años. 
 
b) Sentencia de Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema 
Resolución s/n de seis de febrero del dos mil tres: 
La Corte Suprema, indica que, aunque la menor no presente en su 
reconocimiento médico legista lesiones corporales, no exime de la 
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responsabilidad al procesado, ya que en esa clase de delitos, la agraviada 
es menor de edad y su consentimiento o no, es irrelevante; Asimismo, 
invocando el artículo 45°, 46° y el VIII del Título preliminar del Código Penal, 
señalando que teniendo en cuenta la gravedad y trascendencia social del 
hecho, la pena antes impuesta no está arreglada a la ley, debido a que la 
menor ha sido afectada por el vejamen sufrido, lo cual al haberse 
interpuesto recurso de nulidad por el Ministerio Público, por el artículo 333° 
del Código de procedimientos penales modificado por la ley 27400, es 
procedente elevar la pena. 
“[…] declararon HABER NULIDAD en la propia sentencia en cuanto impone 
a JULIO CESAR GALLO CORREA, cinco años de pena privativa de libertad, 
reformándola en éste extremo; IMPUSIERON a JULIO CESAR GALLO 
CORREA ochos años de pena privativa de libertad, la misma que con 
descuento de carcelería que viene sufriendo desde el diecinueve de agosto 






Considero que es atinado declarar la nulidad de la sentencia de primera 
instancia por una aplicación errónea de la responsabilidad restringida; 
asimismo, a mi parecer la pena que se aplicaba en aquellos años era muy 
benigna de todas formas, ya que 8 años no son suficientes ni equiparables al 
daño que ocasionaron en la menor. 
La confesión sincera si ha sido tomada en cuenta, por ello la pena sigue 
siendo por debajo del mínimo. 
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VI. PROBLEMAS 
a) Problema Principal o eje: 
La mala praxis en la aplicación de la responsabilidad restringida la cual 
fue invocada en primera instancia, cuando para el presente caso no se 
subsume en esa figura. Ya que, además por la aplicación de este 
beneficio, se obtuvo una sentencia benevolente en primera instancia 
 
b) Problema Secundario: 
La costumbre policial de detener personas bajo el entendido de que hay 
pruebas claras de su responsabilidad, sin que haya flagrancia. 
Recordemos que en la época de los hechos no había la flagrancia 
extendida de los incisos 3 y 4 del art· 259º del CPP de 2004. 
 
VII. ELEMENTOS JURÍDICOS NECESARIOS PARA EL ESTUDIO DEL CASO 
A. NORMAS LEGALES 
1. MINISTERIO PÚBLICO 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL PERÚ 
Art. 159° Corresponde al Ministerio Público: 
1. Promover de oficio, o a petición de parte, la acción judicial en defensa 
de la legalidad y de los intereses públicos tutelados por el derecho 
 
OTROS 
Art. 11° del Decreto Legislativo N°052 Ley Orgánica del Ministerio 
Público 
El Ministerio Público es el titular de la acción penal pública, la que ejercita 
de oficio, a instancia de la parte agraviada o por acción popular, si se 
trata de delito de comisión inmediata o de aquéllos contra los cuales la 
ley la concede expresamente 
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Art. 14° del Decreto Legislativo N°052, Ley Orgánica del Ministerio 
Público 
Sobre el Ministerio Público recae la carga de la prueba en las acciones 
civiles, penales y tutelares que ejercite, así como en los casos de faltas 
disciplinarias que denuncie. Los jueces y demás funcionarios públicos, 
sin perjuicio de las atribuciones que al respecto les otorga la ley, citarán 
oportunamente, bajo responsabilidad, al Fiscal que actúe en el proceso 
de que conocen a sus diligencias fundamentales y a las de actuación de 
pruebas ofrecidas por cualquiera de las partes u ordenadas de oficio. 
También será notificado dicho Fiscal con las resoluciones que se expidan 
en el proceso, bajo pena de nulidad. 
 
Ley N°27115 
Ley que establece la Acción Penal Pública en los Delitos Contra la 
Libertad Sexual 
 
Art. 92° Decreto Legislativo 52° 
Recibida que sea la instrucción, el Fiscal Superior en lo penal puede: 1- 
Pedir su ampliación, si la estima incompleta o defectuosa. En estos casos 
señalará las pruebas omitidas o las diligencias que deben rehacerse o 
completarse en el plazo de ampliación; e instruirá específicamente al 
Fiscal Provincial en lo Penal. 2- Pedir su archivamiento provisional, por 
no haberse descubierto al delincuente o no haberse comprobado la 
responsabilidad del inculpado. En estos casos instruirá al Fiscal 
Provincial en lo Penal para que amplíe la investigación policial que originó 
la instrucción archivada provisionalmente, a fin de identificar y 
aprehender al responsable. 3- Separar del proceso al Fiscal Provincial 
que participó en la investigación policial o en la instrucción si, a su juicio, 
actuó con dolo o culpa y designar al Fiscal titular o Adjunto que debe 
reemplazarlo. Como consecuencia de la separación que disponga, 
elevará de inmediato al Fiscal de la Nación su informe al respecto, con la 
18  
documentación que considere útil. 4- Formular acusación sustancial si 
las pruebas actuadas en la investigación policial y en la instrucción lo han 
llevado a la convicción de la imputabilidad del inculpado; o meramente 
formal, para que oportunamente se proceda al juzgamiento del 
procesado, si abrigase dudas razonables sobre su imputabilidad. En 
ambos casos la acusación escrita contendrá la apreciación de las 
pruebas actuadas, la relación ordenada de los hechos probados y de 
aquellos que, a su juicio, no lo hayan sido; la calificación del delito y la 
pena y la reparación civil que propone. En la acusación formal ofrecerá 
las pruebas que estime necesarias para establecer plenamente la 
responsabilidad del acusado y señalará el plazo en que se actuarán. Para 
este último efecto instruirá, independiente y detalladamente, al Fiscal 
Provincial que intervino en el proceso penal o al titular o al Adjunto que 
designe en su reemplazo, para la actuación de las pruebas en la 
investigación policial ampliatoria que se llevará a cabo en el plazo 
señalado, con la citación oportuna, bajo responsabilidad, del acusado y 




Art. 173° inciso 3°, ley N°27507 
Violación sexual de menor de catorce años de edad el que practica el 
acto sexual u otro análogo con un menor de catorce años de edad, será 
reprimido con las siguientes penas privativas de libertad: 
(…) 
3. Si la víctima tiene de diez años a menos de catorce, la pena será no 
menor de veinte ni mayor de veinticinco años. 
 
Art. 11° Delitos y faltas 
Son delitos y faltas las acciones u omisiones dolosas o culposas penadas 
por la ley 
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Art.12° Delito doloso y delito culposo 
Las penas establecidas por la ley se aplican siempre al agente de 
infracción dolosa. 
El agente de infracción culposa es punible en los casos expresamente 
establecidos por la ley. 
 
Art. 22° Responsabilidad restringida por la edad 
Podrá reducirse prudencialmente la pena señalada para el hecho punible 
cometido cuando el agente tenga más de dieciocho y menos de veintiún 
años, o más de sesenta y cinco años, al momento de realizar la 
infracción. 
Está excluido el agente que haya incurrido en delito de violación de la 
libertad sexual, tráfico ilícito de drogas, terrorismo, terrorismo agravado, 
atentado contra la seguridad nacional y traición a la Patria u otro delito 
sancionado con pena privativa de libertad no menor de veinticinco años 
o cadena perpetua. 
 
Art. 23° Autoría, autoría mediata y coautoría 
El que realiza por sí o por medio de otro el hecho punible y los que lo 
cometan conjuntamente serán reprimidos con la pena establecida para 
esta infracción. 
 
Art. 45° Presupuestos para fundamentar y determinar la pena 
El Juez, al momento de fundamentar y determinar la pena, deberá tener 
en cuenta: 
1. Las carencias sociales que hubiere sufrido el agente; 
2. Su cultura y sus costumbres; y 
3. Los intereses de la víctima, de su familia o de las personas que de 
ella dependen. 
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Art.92° Reparación civil 
La reparación civil se determina conjuntamente con la pena. 
 
 
Art. 93° Contenido de la reparación civil 
La reparación comprende: 
1. La restitución del bien o, si no es posible, el pago de su valor; y 
2. La indemnización de los daños y perjuicios. 
 
 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES 
Art. 72° Citación y Detención del Inculpado 
La instrucción tiene por objeto reunir la prueba de la realización del delito, 
de las circunstancias en que se ha perpetrado, y de sus móviles; 
establecer la distinta participación que hayan tenido los autores y 
cómplices, en la ejecución o después de su realización, sea para borrar 
las huellas que sirven para su descubrimiento, para dar auxilio a los 
responsables o para aprovecharse en alguna forma de sus resultados. 
 
Las diligencias actuadas en la etapa policial con la intervención del 
Ministerio Público y las practicadas por el propio Fiscal Provincial, con 
asistencia del defensor, que no fueran cuestionadas, mantendrán su 
valor probatorio para los efectos del juzgamiento. 
 
En este caso, sólo se actuarán las diligencias que no pudieron lograrse 
en la investigación previa, las que se consideren indispensables por el 
Juez o el Ministerio Público o las que sean propuestas por el inculpado o 
la parte civil. 
 
Art. 136° 
La confesión del inculpado corroborada con prueba, releva al Juez de 
practicar las diligencias que no sean indispensables, pudiendo dar por 
concluida la investigación siempre que con ello no se perjudique a otros 
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inculpados o que no pretenda la impunidad para otro, respecto del cual 
existen sospechas de culpabilidad. 
La confesión sincera debidamente comprobada puede ser considerada 
para rebajar la pena del confeso a límites inferiores al mínimo legal. 
 
Art. 143° 
La declaración preventiva de la parte agraviada es facultativa, salvo 
mandato del Juez, o solicitud del Ministerio Público o del encausado, 
caso en el cual será examinada en la misma forma que los testigos. 
En los casos de violencia sexual en agravio de niños o adolescentes la 
declaración de la víctima será la que rinda ante el Fiscal de Familia, con 
arreglo a lo dispuesto en el Código de los Niños y Adolescentes, salvo 
mandato contrario del Juez. 
La confrontación entre el presunto autor y la víctima procederá si es que 
ésta fuese mayor de 14 años de edad. En el caso que la víctima fuese 
menor de 14 años de edad, la confrontación con el presunto autor 
procederá también a solicitud de la víctima. 
 
Art. 198° 
El agente fiscal, al recibir la instrucción, si considera que se ha omitido 
diligencias sustanciales para completar la investigación, indicará las que 
a su juicio sean necesarias y solicitará del juez que se amplíe la 
instrucción. Si creyera que la instrucción ha llenado su objeto, expresará 
su opinión sobre el delito y la responsabilidad o inocencia del inculpado. 
 
Art. 202° 
El Plazo de la Instrucción será de cuatro meses, salvo distinta disposición 
de la ley. Excepcionalmente, a pedido del Ministerio Público o si lo 
considera necesario el Juez, a efecto de actuarse pruebas sustanciales 
para el mejor esclarecimiento de los hechos, dicho plazo puede ser 
ampliado hasta en un máximo de sesenta días adicionales, poniéndose 
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en conocimiento del Tribunal Correccional correspondiente, mediante 
resolución debidamente fundamentada. 
 
Art. 292° 
Procede el Recurso de Nulidad: 
1.- Contra las sentencias en los procesos ordinarios; 
2.- Contra la concesión o revocación de la condena condicional; 
3.- Contra los autos que resuelven las excepciones y cuestiones previas 
o prejudiciales; 
4.- Contra los autos o resoluciones definitivas que extingan la acción o 
pongan fin al procedimiento o la instancia; 
5.- Contra las resoluciones finales en las acciones de "Hábeas Corpus"; 
6.- En los casos en que la ley confiera expresamente dicho recurso. 
En casos excepcionales, la Corte Suprema por vía de recurso de queja, 
podrá disponer que se conceda el recurso de nulidad cuando mediare o 
se tratare de una infracción de la Constitución o de grave violación de las 
normas sustantivas o procesales de la ley penal. 
 
Art. 300°, ley N°27454 
Si el recurso de nulidad es interpuesto por uno o varios sentenciados, la 
Corte Suprema sólo puede confirmar o reducir la pena impuesta y 
pronunciarse sobre el asunto materia de impugnación. 
 
Las penas de los sentenciados que no hayan sido objeto de nulidad, sólo 
podrán ser modificadas cuando les sea favorable. 
 
Si el recurso de nulidad es interpuesto por el Ministerio Público, la Corte 
Suprema podrá modificar la pena impugnada, aumentándola o 
disminuyéndola, cuando ésta no corresponda a las circunstancias de la 
comisión del delito. 
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El Ministerio Público, el sentenciado y la parte civil deberán fundamentar 
en un plazo de diez días el recurso de nulidad, en cuyo defecto se 
declarará inadmisible dicho recurso. 
 
Los criterios establecidos en los párrafos precedentes serán de 
aplicación a los recursos de apelación interpuestos en el proceso sumario 
previsto en el Decreto Legislativo Nº 124 
 
2. DEL INCULPADO 
CÓDIGO PENAL 
ART. 22° Responsabilidad restringida por la edad 
Podrá reducirse prudencialmente la pena señalada para el hecho punible 
cometido cuando el agente tenga más de dieciocho y menos de veintiún 
años, o más de sesenta y cinco años, al momento de realizar la 
infracción. 
Está excluido el agente que haya incurrido en delito de violación de la 
libertad sexual, tráfico ilícito de drogas, terrorismo, terrorismo agravado, 
atentado contra la seguridad nacional y traición a la Patria u otro delito 
sancionado con pena privativa de libertad no menor de veinticinco años 
o cadena perpetua. 
 
 
3. DE LOS MAGISTRADOS 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 
CÓDIGO PENAL 
Art. 6° Principio de Combinación 
 
 
La Ley Penal aplicable es la vigente en el momento de la comisión del 
hecho punible. No obstante, se aplicará la más favorable al reo, en caso 
de conflicto en el tiempo de leyes penales. 
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Si durante la ejecución de la sanción se dictare una ley más favorable al 
condenado, el Juez sustituirá la sanción impuesta por la que 
corresponda, conforme a la nueva ley. 
 
Art. 11° Delitos y faltas 
Son delitos y faltas las acciones u omisiones dolosas o culposas penadas 
por la ley. 
 
Art. 12° Delito doloso y delito culposo 
Las penas establecidas por la ley se aplican siempre al agente de 
infracción dolosa. 
El agente de infracción culposa es punible en los casos expresamente 
establecidos por la ley. 
 
ART. 22° Responsabilidad restringida por la edad 
Podrá reducirse prudencialmente la pena señalada para el hecho punible 
cometido cuando el agente tenga más de dieciocho y menos de veintiún 
años, o más de sesenta y cinco años, al momento de realizar la 
infracción. 
Está excluido el agente que haya incurrido en delito de violación de la 
libertad sexual, tráfico ilícito de drogas, terrorismo, terrorismo agravado, 
atentado contra la seguridad nacional y traición a la Patria u otro delito 
sancionado con pena privativa de libertad no menor de veinticinco años 
o cadena perpetua. 
 
Art. 23° Autoría, autoría mediata y coautoría 
El que realiza por sí o por medio de otro el hecho punible y los que lo 
cometan conjuntamente serán reprimidos con la pena establecida para 
esta infracción. 
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Art. 29° Duración de la pena privativa de libertad 
La pena privativa de libertad puede ser temporal o de cadena perpetua. 
En el primer caso, tendrá una duración mínima de 2 días y una máxima 
de 35 años. 
 
Art. 45° Presupuestos para fundamentar y determinar la pena 
El Juez, al momento de fundamentar y determinar la pena, deberá tener 
en cuenta: 
1. Las carencias sociales que hubiere sufrido el agente; 
2. Su cultura y sus costumbres; y 
3. Los intereses de la víctima, de su familia o de las personas que de 
ella dependen. 
 
Art. 46° Individualización de la pena 
Para determinar la pena dentro de los límites fijados por la ley, el Juez 
atenderá la responsabilidad y gravedad del hecho punible cometido, en 
cuanto no sean específicamente constitutivas del hecho punible o 
modificatorio de la responsabilidad, considerando especialmente: 
 
1. La naturaleza de la acción; 
2. Los medios empleados; 
3. La importancia de los deberes infringidos; 
4. La extensión del daño o peligro causados; 
5. Las circunstancias de tiempo, lugar, modo y ocasión; 
6. Los móviles y fines; 
7. La unidad o pluralidad de los agentes; 
8. La edad, educación, situación económica y medio social; 
9. La reparación espontánea que hubiere hecho del daño; 
10. La confesión sincera antes de haber sido descubierto; 
11. Las condiciones personales y circunstancias que lleven al 
conocimiento del agente; 
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12. La habitualidad del agente al delito. 
 
 
Art. 92° Reparación civil 
La reparación civil se determina conjuntamente con la pena. 
 
 
Art° 93° Contenido de la reparación civil 
La reparación comprende: 
1. La restitución del bien o, si no es posible, el pago de su valor; y 
2. La indemnización de los daños y perjuicios. 
 
 
Art. 178° - A Tratamiento terapéutico 
El condenado a pena privativa de libertad efectiva por los delitos 
comprendidos en este capítulo, previo examen médico o psicológico que 
determine su aplicación será sometido a un tratamiento terapéutico a fin 
de facilitar su readaptación social. 
En los casos de suspensión de la ejecución de la pena y reserva del fallo 
condenatorio, el juez dispondrá la realización de un examen médico y 
psicológico al condenado, para los efectos a que se refiere el párrafo 
anterior. El sometimiento al tratamiento terapéutico será considerado 
como regla de conducta. 
Los beneficios penitenciarios de semilibertad, liberación condicional y 
redención de la pena por el trabajo y la educación, y el derecho de gracia 
del indulto y de la conmutación de la pena, no pueden ser concedidos sin 
el correspondiente informe médico y psicológico que se pronuncie sobre 
la evolución del tratamiento terapéutico 
 
Art. 173° Violación de menor de catorce años de edad 
El que practica el acto sexual u otro análogo con un menor de catorce 
años de edad, será reprimido con las siguientes penas privativas de 
libertad: 
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1. Si la víctima tiene menos de siete años, la pena será de cadena 
perpetua. 
 
2. Si la víctima tiene de siete años a menos de diez, la pena será no 
menor de veinticinco ni mayor de treinta años. 
 
3. Si la víctima tiene de diez años a menos de catorce, la pena será 
no menor de veinte ni mayor de veinticinco años. 
 
Si el agente tuviere cualquier posición, cargo o vínculo familiar que le dé 
particular autoridad sobre la víctima o le impulse a depositar en él su 
confianza, la pena será no menor de treinta años para los supuestos 
previstos en los incisos 2 y 3. 
 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES 
Art. 283° 
Los hechos y las pruebas que los abonen serán apreciados con criterio 
de conciencia. 
Tratándose de declaraciones obtenidas en los procedimientos por 
colaboración eficaz, para que el Juez dicte sentencia condenatoria e, 
inclusive, cualquier medida cautelar, resulta indispensable que las 
informaciones que proporcionen los colaboradores estén corroboradas 




La sentencia condenatoria deberá contener la designación precisa del 
delincuente, la exposición del hecho delictuoso, la apreciación de las 
declaraciones de los testigos o de las otras pruebas en que se funda la 
culpabilidad, las circunstancias del delito, y la pena principal que debe 
sufrir el reo, la fecha en que ésta comienza a contarse, el día de su 
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vencimiento, el lugar donde debe cumplirse y las penas accesorias, o la 
medida de seguridad que sea del caso dictar en sustitución de la pena; 
el monto de la reparación civil, la persona que debe percibirla y los 
obligados a satisfacerla, citando los artículos del Código Penal que hayan 
sido aplicados. 
 
SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA 
CÓDIGO PENAL 
Art. 45° Presupuestos para fundamentar y determinar la pena 
El Juez, al momento de fundamentar y determinar la pena, deberá tener 
en cuenta: 
1. Las carencias sociales que hubiere sufrido el agente; 
2. Su cultura y sus costumbres; y 
3. Los intereses de la víctima, de su familia o de las personas que de 
ella dependen 
 
Art. 46° Individualización de la pena 
Para determinar la pena dentro de los límites fijados por la ley, el Juez 
atenderá la responsabilidad y gravedad del hecho punible cometido, en 
cuanto no sean específicamente constitutivas del hecho punible o 
modificatorio de la responsabilidad, considerando especialmente: 
1. La naturaleza de la acción; 
2. Los medios empleados; 
3. La importancia de los deberes infringidos; 
4. La extensión del daño o peligro causados; 
5. Las circunstancias de tiempo, lugar, modo y ocasión; 
6. Los móviles y fines; 
7. La unidad o pluralidad de los agentes; 
8. La edad, educación, situación económica y medio social; 
9. La reparación espontánea que hubiere hecho del daño; 
10. La confesión sincera antes de haber sido descubierto; 
29  
11. Las condiciones personales y circunstancias que lleven al 
conocimiento del agente; 




Art. VIII del Título preliminar 
Proporcionalidad de las sanciones 
La pena no puede sobrepasar la responsabilidad por el hecho. Esta 
norma no rige en caso de reincidencia ni de habitualidad del agente al 
delito. La medida de seguridad sólo puede ser ordenada por intereses 
públicos predominantes. 
 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES 
Art. 300° 
Si el recurso de nulidad es interpuesto por uno o varios sentenciados, la 
Corte Suprema sólo puede confirmar o reducir la pena impuesta y 
pronunciarse sobre el asunto materia de impugnación. 
 
Las penas de los sentenciados que no hayan sido objeto de nulidad, sólo 
podrán ser modificadas cuando les sea favorable. 
 
Si el recurso de nulidad es interpuesto por el Ministerio Público, la Corte 
Suprema podrá modificar la pena impugnada, aumentándola o 
disminuyéndola, cuando ésta no corresponda a las circunstancias de la 
comisión del delito. 
 
El Ministerio Público, el sentenciado y la parte civil deberán fundamentar 
en un plazo de diez días el recurso de nulidad, en cuyo defecto se 
declarará inadmisible dicho recurso. 
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Los criterios establecidos en los párrafos precedentes serán de 
aplicación a los recursos de apelación interpuestos en el proceso sumario 




Cesar San Martin, nos dice lo siguiente: 
«En los delitos sexuales se entiende que el bien jurídico vulnerado es la 
libertad sexual, esto es, la facultad que tiene toda persona para 
autodeterminarse en el ámbito de su sexualidad, que viene limitada por 
dos requisitos: el pleno conocimiento del sujeto del contenido y alcance de 
una relación sexual, y la manifestación voluntaria y libre consentimiento 
para participar en tal clase de relaciones —lo que se criminaliza, por cierto, 
es la libertad sexual en su sentido negativo o pasivo y supone la capacidad 
de rechazar las intromisiones indebidas o no deseadas en el ámbito de la 
propia sexualidad— (Alfaro Reyna); la libertad sexual, en suma, entendida 
como libre determinación de la sexualidad (Corcoy Bidasolo).»(SAN 
MARTIN, 2007) 
 
El autor nos explica un punto que se tiene que tocar, y es la libertad sexual 
de la persona. El bien jurídico que se protege en los delito de violación 
sexual. Partiendo desde el punto en que cada persona es libre de 
autodeterminarse sexualmente, y esta autodeterminación es trasgredida 
cuando se da sin consentimiento de una de las partes, rechazándola ya que 
no le causa ningún tipo de satisfacción. Es muy importante también resaltar 
que el libre consentimiento de las partes empieza a tomar valor cuando está 
en la capacidad de hacerlo. Lo que sucede, a partir de los 14 años que 
nuestra legislación indica que a esa edad ya cada persona puede decidir 





Ulises Mejía, José Bolaños y Alex Mejía, nos dicen lo siguiente: 
«Es así que la OMS y la Organización Panamericana de la Salud (OPS) 
definen a la violencia sexual como todo acto sexual, la tentativa de 
consumar un acto sexual, los comentarios o insinuaciones sexuales no 
deseados, o las acciones para comercializar o utilizar, de cualquier otro 
modo, la sexualidad de una persona, mediante coacción por otra persona, 
independientemente de la relación de esta con la víctima, en cualquier 
ámbito, incluidos el hogar y el lugar de trabajo. Agrega que la coacción 
puede abarcar una amplia gama de grados de uso de la fuerza. Además de 
la fuerza física, puede entrañar la intimidación psíquica, la extorsión u otras 
amenazas, como la de daño físico, despedir a la víctima del trabajo o de 
impedirle obtener el trabajo que busca. También puede ocurrir cuando la 
persona agredida no está en condiciones de dar su consentimiento, por 
ejemplo, porque está ebria, bajo los efectos de un estupefaciente o dormida, 
o es mentalmente incapaz de comprender la situación. » (MEJÍA, 
BOLAÑOS y MEJÍA, 2015) 
 
Ahora, en este punto la violencia sexual está arraigada en el presente delito, 
debido a que como lo explican los mencionados autores, la persona ejerce 
violencia, agresión, amenaza e intimidación para llevar a cabo su cometido. 
Claramente, usa estos tipos de medios debido a que esta no se va a llevar 
a cabo de mutuo acuerdo de las partes. Se trasgrede la autodeterminación 
sexual de la persona que es violentada y que sufre de este tipo de situación. 
Además, indica que también se da incluso cuando la persona no está en 
condiciones de ejercer su consentimiento, como en el caso presente de la 
menor de 14 años que no gozaba de este consentimiento para decidir tener 
relaciones sexuales, a pesar que tampoco quería hacerlo. La violación 
sexual se da en todo tipo de situaciones, ya sea que la persona goce (mayor 
de 14 años) o no (menor de 14 años) del consentimiento, si esta se 
encuentra en el primer escenario, y no quiere, es violación sexual. Si la 
32  
persona se encuentra en el segundo escenario, y de igual forma quiera o 
no, es considerado también violación sexual. 
 
INDEMNIDAD SEXUAL 
Isabel Castillo, no indica lo siguiente: 
«La indemnidad sexual es entendida como el proceso de formación de la 
sexualidad de los menores de 14 años alejado de las perturbaciones de 
terceros (…)» (CASTILLO, 2017) 
 
La importancia de la indemnidad sexual, que también es protegida dentro 
del marco normativo de la violación sexual de menores. Y es que antes de 
los 14 años se está formando su sexualidad y esta es muy importante 
cuidarla y evitar que otros la dañen. Por ello, es importante señalar este 
punto, ya que en el presente caso se trasgrede la indemnidad sexual de la 
menor que tenía 11 años y es perturbada por el agresor. 
 
DECLARACIÓN DE LA VÍCTIMA 
Panta y Somocurcio, nos dice lo siguiente: 
«Al parecer: tratándose de delitos sexuales, basta la mera imputación de la 
víctima para fundamentar una condena penal. Que esto sea así, quizás se 
pueda explicar porque “estos delitos (…) muchas veces se cometen de 
manera solitaria, en la que falta la presencia de testigos directos y donde 
por lo general se echa de menos la falta de prueba documental” Es que los 
delitos contra la libertad sexual “constituyen criminológicamente delitos 
clandestinos, secretos o de comisión encubierta” y “suelen cometerse en 
ámbitos privados, sin la presencia de testigos, y muchas veces sin la 
existencia de rastros (desfloración, sangre, semen, huellas, etc.) que 
puedan develar lo sucedido a través de las pericias técnicas específicas” . 
Por ello, “la víctima del delito es un testigo con un status especial (…) su 
declaración (…) presenta un valor de legítima actividad probatoria, y ello, 
aunque sea su único testimonio» (PANTA, SOMOCURCIO,2008) 
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Lo que nos narra el presente autor, es que en esos años, la declaración de 
la víctima era considerada la prueba fundamental, idónea, con estatus 
especial. Tal y como se corrobora en el presente caso, ya que con la 
denuncia en la Comisaria donde la mamá señalaba que el denunciado era 
el violador, sin tener el resultado del examen médico, fue que se le llegó a 
detener policialmente. 
 
CONFRONTACIÓN CON LA VÍCTIMA 
Cesar San Martín, nos señala lo siguiente: 
«La confrontación o careo es, asimismo, un acto de investigación 
complementario destinado a dilucidar las discordancias producidas entre las 
declaraciones de los testigos –incluyo a la víctima- o de los procesados 
entre sí o a aquéllos con éstos. El art. 130 del Código de Procedimientos 
Penales estatuye que si dicha diligencia se actuará a pedido del Fiscal o del 
inculpado, salvo que el Juez considere que existen motivos para denegarla. 
El nuevo texto del art. 143 de la Ley Procesal señala que en los delitos 
sexuales en agravio de mayores de catorce años la confrontación procederá 
–según se entiende- bajo las reglas fijadas en el art. 130, salvo en el caso 
de menores de catorce años en que la procedencia de dicha diligencia está 
condicionada a un nuevo requisito: que la víctima lo solicite, es decir, sólo 
si ella lo requiere se llevará a cabo tal diligencia. El careo pedido por las 
partes o la decisión judicial debe esperar su anuencia. » (SAN MARTIN, 
1999) 
 
Según el presente autor, indica que el careo frente al agresor, en aquellos 
años era a solicitud de la víctima, sólo si se requería, para los casos de los 
delitos de violación sexual en casos de menores de 14 años. Pero, esto nos 
lleva a repreguntarnos si era conveniente o no volver a enfrentar a la víctima 





ACTUACIÓN DE DECLARACIONES PREVIAS EN CASO DE MENORES 
VÍCTIMAS DE DELITOS SEXUALES 
 
“Décimo. Sin embargo, la Defensoría del Pueblo determinó que, en el 
proceso penal, en un veinticinco punto seis por ciento de los casos se 
formularon preguntas prejuiciosas o impertinentes a las víctimas, como 
aquellas vinculadas a su vida sexual, así como que el sistema en su 
conjunto no les ofrece una eficaz protección, debido a la excesiva carga 
procesal, la corrupción, la falta de capacitación, y la insensibilidad de los 
operadores. Por ello recomienda a los jueces y juezas penales que, en 
atención a lo dispuesto en la Ley número veintisiete mil cincuenta y cinco la 
declaración preventiva de las niñas, los niños y los adolescentes víctimas 
de delitos contra la libertad e indemnidad sexuales sea excepcional, con la 
finalidad de evitar los perjuicios de una victimización secundaria y exhorta a 
estos funcionarios a que, de acuerdo con el inciso cinco del artículo ciento 
treinta y nueve de la Constitución Política del Perú, que, en razón de una 
especial consideración al principio del Interés Superior del Niño, motiven y 
fundamenten debidamente los autos que ponen fin al proceso o las 
sentencias emitidas en los procesos sobre delitos contra la libertad e 
indemnidad sexuales cometidos en agravio de niñas, niños y adolescentes.” 
 
Casación 33-2014, Ucayali 
Lima, 28 de octubre de 2015 





INAPLICACIÓN DE RESPONSABILIDAD RESTRINGIDA PARA 
DELITOS SEXUALES ES CONSTITUCIONAL 
“OCTAVO: En tal sentido, al establecer la ley un catálogo de delitos en los 
que no corresponde aplicar la responsabilidad restringida, no se afecta el 
principio de igualdad previsto en la Constitución, pues debido a la gravedad 
de los hechos y naturaleza del ilícito penal, la ley penal puede imponer un 
tratamiento diferenciado; es por ésta razón que la ley penal prevé distintas 
clases de penas que son determinadas en atención a la gravedad de los 
hechos y la naturaleza del bien jurídico protegido; por ésta misma razón 
resulta plenamente ajustado a derecho y conforme a la Constitución Política 
del Estado que la ley defina que en determinados delitos no opera la 
atenuación de la responsabilidad penal por razón de la edad del agente.” 
 
Consulta N° 13848 - 2016 Huaura 
Lima, 10 de enero de 2017 
Sala de Derecho Constitucional y Social Permanente- Corte Suprema de 






VIOLACIÓN DE MENOR: IRRELEVANCIA DEL «CONSENTIMIENTO» 
DE NIÑA DE 11 AÑOS PARA TENER RELACIONES 
“Séptimo. Al respecto se debe desestimar el argumento del encausado 
recurrente referido a que su conducta resultaría atípica por cuanto la menor 
agraviada de iniciales L. M. S. P. consintió tener las relaciones sexuales, 
puesto que, sin perjuicio de indicar que aquella indicó de forma uniforme 
que la violación sexual se produjo mediante violencia física y en contra de 
su voluntad, así como negar haber tenido una relación sentimental con el 
acusado, debe precisarse, que el bien jurídico protegido en este caso, es la 
indemnidad sexual de la menor agraviada, debido a que al momento de 
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cometido el hecho punible, esta tenía once años de edad, por tanto, no tenía 
capacidad jurídica para disponer del bien jurídico -libertad sexual-, esto es, 
resultaba irrelevante su consentimiento o no para tener relaciones sexuales 
con el imputado, producto de lo cual incluso quedó en estado de gestación, 
conforme se mencionó anteriormente. De otro lado, de autos se advierte 
que tampoco se presentó el error de tipo en el encausado recurrente 
respecto al conocimiento de la edad de la menor agraviada al momento del 
hecho imputado -once años de edad-, debido a que ambos coincidieron en 
referir que vivían en un pueblo chico donde eran vecinos, y que incluso el 
acusado era amigo del hermano de la agraviada y conocía a la familia de 
esta, de lo cual se advierte que tenía perfecto conocimiento de la edad de 
la aludida perjudicada (…).” 
 
R.N. 2321-2014, HUÁNUCO 
Lima, 07 de Abril de 2015 









¿La responsabilidad restringida es una atenuante privilegiada? 
Victor Prado Saldarriaga, señala que son atenuantes privilegiadas aquellas en 
las que el Juez puede disminuir la pena por debajo del mínimo legal, siendo un 
ejemplo de esta el artículo 22° del Código Penal que indica que por la edad del 
imputado al momento de cometer el delito, se bajará por debajo (inferior). Ante 
ello, tenemos la siguiente pregunta: 
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¿La responsabilidad penal restringida por la edad es aplicable para los casos 
de Violación sexual, como una atenuante privilegiada que permita bajar la pena 
por debajo del mínimo? 
Tenemos ante esta pregunta, que la Corte Suprema de Justicia – Sala Penal 
Permanente, mediante Casación 335-2015, respecto al caso sobre delito de 
violación sexual en menor de edad, indica como doctrina jurisprudencial 
vinculante el fundamento cuadragésimo segundo que a la letra dice: “ Es 
importante precisar que el “control difuso” de la ley, se ejerce en casa caso 
concreto respecto del cual ha de valorarse la situación específica, esto es, si la 
aplicación de una norma legal en particular colisiona con la Constitución Política 
del Estado. En el caso de autos, el artículo 22°; primer párrafo, del Código 
Penal, siendo una disposición general, debe aplicarse a todos los imputados y 
no sólo para algunos; de no hacerlo, se afecta el principio – derecho de igualdad 
garantizado en el artículo 2°, inciso 2° de nuestra Constitución. Más aún, cuando 
el Tribunal Constitucional ha preservado la facultad del Juez para reducir 
prudencialmente la pena que alcanza la inaplicación del segundo párrafo del 
artículo 22° del Código Penal. Teniendo en cuenta ello, resulta válido recurrir 
en este caso concreto a la responsabilidad restringida para la determinación 
judicial de la penal; por lo que el control difuso de la ley penal realizado por el 
Colegiado Superior se ha legitimado.” 
 
Pero, no obstante de acuerdo a la Consulta N°13848 - 2016 Huaura, indica en 
su fundamento Octavo señala lo siguiente: “En tal sentido, al establecer la ley 
un catálogo de delitos en los que no corresponde aplicar la responsabilidad 
restringida, no se afecta el principio de igualdad previsto en la Constitución, 
pues debido a la gravedad de los hechos y naturaleza del ilícito penal, la ley 
penal puede imponer un tratamiento diferenciado; es por ésta razón que la ley 
penal prevé distintas clases de penas que son determinadas en atención a la 
gravedad de los hechos y la naturaleza del bien jurídico protegido; por ésta 
misma razón resulta plenamente ajustado a derecho y conforme a la 
Constitución Política del Estado que la ley defina que en determinados delitos 
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no opera la atenuación de la responsabilidad penal por razón de la edad del 
agente.” 
La jurisprudencia, indica que no es posible aplicar la responsabilidad restringida 
para los casos de violación sexual y resulta ser esta diferenciación totalmente 
constitucional. 
 
Teniendo como premisa los siguientes el siguiente tipo penal: 
 
Artículo 173.- Violación de menor de catorce años de edad (restablecido 
por el Artículo 1 de la Ley Nº 27507, publicada el 13 julio 2001) 
 
El que practica el acto sexual u otro análogo con un menor de catorce años 
de edad, será reprimido con las siguientes penas privativas de libertad: 
1. Si la víctima tiene menos de siete años, la pena será de cadena perpetua. 
 
2. Si la víctima tiene de siete años a menos de diez, la pena será no menor 
de veinticinco ni mayor de treinta años. 
3. Si la víctima tiene de diez años a menos de catorce, la pena será no menor 
de veinte ni mayor de veinticinco años. 
Si el agente tuviere cualquier posición, cargo o vínculo familiar que le dé 
particular autoridad sobre la víctima o le impulse a depositar en él su confianza, 
la pena será no menor de treinta años para los supuestos previstos en los 
incisos 2 y 3. 
Cabe mencionar, que el artículo 136° del Código de Procedimientos Penales, 
indica que " La confesión del inculpado corroborada con prueba, releva al Juez 
de practicar las diligencias que no sean indispensables, pudiendo dar por 
concluida la investigación siempre que con ello no se perjudique a otros 
inculpados o que no pretenda la impunidad para otro, respecto del cual existen 
sospechas de culpabilidad. 
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La confesión sincera debidamente comprobada puede ser considerada para 
rebajar la pena del confeso a límites inferiores al mínimo legal." 
Asimismo, cabe mencionar que la Corte Suprema menciona el artículo 46°, el 
cual en el inciso 10 señala sobre la confesión sincera del denunciado antes de 
ser descubierto. Pero, la Corte Suprema señala que hay una falta de 
proporcionalidad, no se encuadra dentro de los límites del mismo y el daño 




A raíz de la Jurisprudencia del año 2016, que señala sobre la 
inconstitucionalidad de la exclusión del delito de violación sexual dentro de la 
responsabilidad restringida, no se ha tocado ese tema anteriormente de 
forma doctrinaria. Es probable, que este pensamiento se haya mantenido 
para nuestro caso en concreto, debido a que en primera instancia se tomó en 
cuenta este punto como fundamento. 
 
Sin embargo, ya se hablaba y existía la confesión sincera del imputado, que 
de acuerdo al código de procedimientos penales indicaba que se podía 
rebajar la pena menos del mínimo legal. Ha nuestro criterio, este artículo fue 
aplicado debido a que la pena fue mucho menor que la mínima, además de 
tener en cuenta los demás ítems del artículo 46 del código penal, de ese año. 
Pero, aún ello fue tomado en cuenta por la Corte Suprema que analizó la falta 





Importante que la legislación peruana opte por una sola corriente o postura 
que señala si la responsabilidad restringida en general, es una atenuante 
privilegiada y si merece una reducción de la pena. 
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Asimismo, un control incisivo en el criterio de la “rebaja prudencial”, para 
saber qué tener como base en nuestra legislación, y cómo hacer esa rebaja 
prudencial. Para poder evitar futuras penas y sanciones que no van acorde 
al daño causado. 
41  
XI. FUENTES BIBLIOGRÁFICAS: 
 
 
San Martin, C (2007). Delitos sexuales en agravio de menores (aspectos 
materiales y procesales). Revista de la Facultad de Derecho de la PUCP, 214. 
 
Mejía-Rodríguez U (2015), Bolaños-Cardozo JY, Mejía-Rodríguez A. Delitos 
contra la libertad sexual. Acta Med Per; 32(4):169. 
 
Castillo, I (2017). Protección de la indemnidad sexual de los niños y 
adolescentes frente al delito de pornografía infantil en la legislación peruana. 
Universidad Nacional Santiago Antúnez de Mayolo, 24. 
 
Panta, D & Somocurcio V (2008). La declaración de la víctima en los delitos 
sexuales: ¿Inflexión en la exigencia de una suficiente actividad probatoria? 
Análisis del acuerdo plenario Nro. 2-2005/CJ-116. Pag 03. 
 
San Martin, C (1999). El procedimiento penal por delitos sexuales en el Perú. 
Revista: Anuario de Derecho Penal, 23. 
 
Prado, Victor (2016). Consecuencias Jurídicas Del Delito Giro Punitivo Y Nuevo 
























































































































ÍNDICE DE RESUMEN DEL EXPEDIENTE CIVIL 
INDICE ................................................................................................................ 76 
RESUMEN ........................................................................................................... 77 
PALABRAS CLAVES ......................................................................................... 77 
XIII. SINTESIS DE LA DEMANDA....................................................................... 77 
XIV. SINTESIS DE LAS CONTESTACIONES DE DEMANDA ............................ 78 
XV. CONCORDANCIAS Y CONTRADICCIONES ENTRE LOS HECHOS 
AFIRMADOS POR LOS DEMANDANTES Y DEMANDADOS ................... 80 
XVI. SINTESIS DE AUTO O AUDIENCIA DE SANEAMIENTO, AUDIENCIA 
DE CONCILIACION, AUDIENCIA DE PRUEBAS ...................................... 80 
XVII. ÓRGANOS JURISDICCIONALES .............................................................. 82 
XVIII. PROBLEMAS ............................................................................................ 87 
XIX. ELEMENTOS JURÍDICOS NECESARIOS PARA EL ESTUDIO 
DEL CASO ............................................................................................... 88 
XX. DISCUSIÓN .................................................................................................. 107 
XXI. CONCLUSIONES ........................................................................................ 108 
XXII. RECOMENDACIONES ............................................................................... 109 
XXIII. FUENTES BIBLIOGRÁFICA ..................................................................... 110 




En el presente caso materia de análisis, se tiene que Don Julio Sebastián Lombardi 
Berrospi interpuso demanda de mejor derecho de propiedad contra el Banco Central 
de Crédito Cooperativo CCC, a fin de que se le declare el mejor derecho de 
propiedad, sobre el inmueble ubicado en Camino Calderón 199 – Barranco. Aunado 
a ello, el Órgano jurisdiccional en primera instancia dictó una resolución, declarando 
fundada la demanda en virtud al principio de prioridad registral. Sin embargo, el 
Órgano jurisdiccional en segunda instancia, posterior a la presentación del recurso 
de apelación, dictó una resolución, declarando infundada la demanda en virtud a 
que el demandante no ha acreditado tener el mejor derecho de propiedad respecto 
al inmueble materia de litis. Asimismo, mediante resolución casatoria expedida por 
la Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia, posterior a la 
presentación del recurso de Casación por la parte demandante, declara Infundado 
dicho recurso, y no casar la resolución, teniendo como tenor los artículos N°1409, 




Propiedad, compra venta, buena fe, publicidad, registro, hipoteca, impenetrabilidad. 
 
XIII. SINTESIS DE LA DEMANDA 
En fecha 27 de diciembre de 1999, Don Julio Sebastián Lombardi Berrospi, en 
la vía procesal de conocimiento, interpone demanda de mejor derecho de 
propiedad contra el Banco Central de Crédito Cooperativo CCC, a fin de que se 
le declare el mejor derecho de propiedad, sobre el inmueble ubicado en Camino 
Calderón 199 – Barranco, por los fundamentos que paso a exponer: 
 Que, en fecha 17 de marzo de 1997, el demandante adquirió mediante 
contrato de compra venta suscrito con Jorge Reátegui Gonzales y su 
esposa Ethel Elizabeth Clara Balarezo Soria, la propiedad del inmueble 
ubicado en calle Camino Calderón 199, Barranco, tal como figura en 
Escritura Pública de compra venta. Asimismo, dicha venta quedó inscrita en 
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la ficha 30299, asiento 4-C, el 15 de julio de 1997. Siendo el suscrito el único 
propietario del inmueble ubicado en dicha dirección, ante las partes 
contratantes y terceros. 
 En fecha 02 de febrero de 1996 mediante resolución N°35 el Banco 
emplazado había adquirido el bien en adjudicación, la misma que fue 
inscrita recién el 04 de enero de 1999. 
 Que, el demandante indica que sabía que existía una hipoteca a favor del 
banco, llevándose a cabo la adquisición del bien en virtud del principio de 
Fe Pública Registral, recogido el artículo 2014° del Código Civil, quien al 
adquirir la propiedad, se ha cumplido lo señalado por dicho artículo: La 
buena fe (comprador tiene conocimiento, no existiendo medida judicial o 
extrajudicial que limite su libre disposición. Quien, al inscribir su derecho de 
propiedad, ignoraba la adjudicación del bien a favor del banco) y además 
ha procedido a título oneroso (resultado de un acto jurídico bilateral, 
realizado mediante compra venta en la que los vendedores se obligaron a 
transferir la propiedad, y el demandante a pagar el precio de $10.000 
dólares americanos). 
 
XIV. SINTESIS DE LA CONTESTACION DE DEMANDA 
PARTE DEMANDADA: 
Con fecha 03 de mayo del 2000, el demandado a través de su defensa técnica, 
contesta la demanda en los términos siguientes: 
 Que, con fecha de 28 de noviembre de 1990, el demandado otorga un 
crédito a favor de la empresa ICIPSA, hasta por $41.364.00 dólares 
americanos, garantizando el crédito con la Hipoteca Preferencial, que 
diesen los avales solidarios, los señores Jorge Reátegui Gonzales y su 
esposa, respecto al inmueble en cuestión. Asimismo, dicha garantía 
preferencial fue inscrita en el asiento 7 de la ficha Nro. 30299 del Registro 
de la Propiedad Inmueble de Lima. Aunado a ello, la empresa deudora ni 
sus avales solidarios, cumplieron con la deuda, el banco procedió a la 
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ejecución de garantía del inmueble, ante el 5to Juzgado Especializado en 
lo Civil de Lima (Expediente N°5580-98). 
 Que, mediante resolución N°35 de fecha 02.02.96, el Banco en liquidación 
procedió a adjudicarse el bien, materia de remate por la suma de $12.000 
dólares, inscribiéndose dicha traslación el 04 de enero de 1999 en la partida 
42210552. Asimismo, el Banco indica que su propiedad se encuentra 
inscrita, amparada en el tracto sucesivo, la fe registral y la preferencia en el 
tiempo. Además, señala que el demandante al adquirir la propiedad, tenía 
conocimiento de la existencia de la hipoteca a favor del banco. Y con ello, 
pretende burlar el derecho de la entidad como acreedora preferencial, que 
se encuentra debidamente registrada. También, señala que no influye en 
algo que el demandante haya inscrito la propiedad en virtud de adquisición 
a título oneroso, registralmente, la cual no afecta la acreencia preferencial. 
 Que, de acuerdo al artículo 2012° del Código Civil, el demandado conocía 
de la hipoteca a favor del banco, y que además en base a la preferencia 
registral hace que se configure la preferencia del Banco. Además, de 
acuerdo al artículo 2016° del Código Civil, hace que los derechos que 
emanan de la hipoteca inscrita, en forma preferencial del banco produce 
que permanezcan debidamente sustentado todo el proceso judicial. 
Asimismo, habría una contradicción en amparar la compra venta de un bien 
inmueble que fue dado en garantía 7 años antes de su venta. También, de 
acuerdo al artículo II del título preliminar, que indica que la ley no ampara el 
abuso de derecho. 
 
 
La presente contestación es declarada inadmisible mediante resolución 
N°dos de fecha cinco de mayo del dos mil, porque el apoderado del 
recurrente, no adjuntó su libreta electoral, concediéndole dos días para 
subsanar la omisión; llegándose a subsanar mediante escrito N°dos de 
fecha cinco de mayo del dos mil. 
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XV. CONCORDANCIAS Y CONTRADICCIONES ENTRE LOS HECHOS Y 
DERECHOS AFIRMADOS POR LOS DEMANDANTES Y DEMANDADOS 
c) Concordancias 
 El demandante y el demandado concuerdan en conocer la existencia de 
la hipoteca, de fecha 28 de noviembre de 1990. 
 
d) Contradicciones 
 Que, el demandante indica que de acuerdo al principio de buena fe 
registral (artículo 2014° del Código Civil), él como tercero no debería 
verse perjudicado debido a que sólo tenía conocimiento de lo que se 
encontraba inscrito en el registro, que era la hipoteca a favor del Banco. 
Contrario a ello, el Banco indica que el demandante al tener ya 
conocimiento de la hipoteca existente, a la vez sabía que el demandado 
contaba con una acreencia preferencial debidamente registrada y en 
conclusión posterior de ser propietaria. 
 
XVI. SINTESIS DE AUTO O AUDIENCIA DE SANEAMIENTO, AUDIENCIA DE  
  CONCILIACION, AUDIENCIA DE PRUEBAS: 
a) Auto de Saneamiento 
Mediante resolución N°05 de fecha 16 de junio de 2000, se advierte que no 
se han deducido excepciones ni defensas previas, por lo que se declara 
saneado el proceso, advirtiendo que existe una relación jurídica procesal 
válida. 
Asimismo, y se cita para audiencia de conciliación, fijación de puntos 
controvertidos, y saneamiento probatorio para el día 28 de agosto del 2000 
a horas 11:00 de la mañana. 
b) Audiencia de Conciliación, Fijación de Puntos Controvertidos y 
Calificación de Medios Probatorios: 
En fecha 28 de agosto de 2000 a horas 11:00 a.m., en el local del Vigésimo 
Quinto Juzgado Especializado en lo Civil de Lima encontrándose los 
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representantes presentes, así como la Jueza titular, se prosiguió a dar inicio 
a la audiencia de conciliación, fijación de puntos controvertidos y la 
calificación de los medios probatorios. Instaurada la audiencia, la señora 
jueza exhorta a las partes a efecto de poder llegar a una conciliación, las 
cuales mantuvieron posiciones antagónicas, irreconciliables, por ello se 
abstuvo en formular conciliación.; por lo que, se pasara a fijar los puntos 
controvertidos: 
 Determinar si el título de propiedad que tiene el demandante, puede ser 
opuesto o no a la propiedad adquirida por la parte demandada y en 
aplicación de las normas civiles tener un derecho preferente. 
 
Acto seguido, se prosigue a admitir los medios probatorios ofrecidos por las 
partes: 
 Parte demandante: 
Del escrito de demanda, se admite a mérito probatorio, el punto uno (el 
testimonio de compra venta del inmueble que acredita que el 
demandante adquirió el inmueble el 17 de marzo de 1997) y el punto dos 
(la copia literal de la ficha 30299 con la que acredita la compra vente del 
inmueble que a su vez quedó inscrita el 15 de julio de 1997, y con fecha 
4 de enero de 1999 se inscribió la adjudicación del inmueble propiedad 
del demandante). 
 
 Parte demandada: 
Se admite a mérito probatorio la copia literal de la ficha 30299, que trata 
sobre el inmueble materia de litis, el cual carece de claridad necesaria 
para efectos de su lectura, por ello tiene tres días a efectos que presente 
copia literal de la ficha referida, actualizada. 
 
 
Estando a los medios probatorios admitidos, la señora Jueza dispone 
declarar el Juzgamiento anticipado del proceso mediante resolución N° s/n 
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de fecha 28 de agosto del 2000, encontrándose expedita para su sentencia 
una vez recepcionada la copia literal solicitada. 
 
 
XVII. ÓRGANOS JURISDICCIONALES 
 
 
c) Sentencia de Primera Instancia 
Mediante sentencia contenida en la resolución N°12 de fecha 19 de abril de 
2001, el Vigésimo Quinto Juzgado Especializado en lo Civil de Lima falla: 
declarar FUNDADA la demanda interpuesta por Don Julio Sebastián 
Lombardi Berrospi, por los fundamentos que se pasa exponer: 
 Que, la parte demandada como consecuencia de la ejecución de la 
hipoteca, vía adjudicación, la inscribió en Registros Públicos el 4 de 
enero de 1999, mientras que la adquisición del accionante fue inscrita 
con fecha 15 de julio de 1997; con anterioridad a la inscripción del 
demandado. 
 Que, el demandante en virtud al principio de prioridad registral (artículo 
2016° del Código Civil), tiene preferencia sobre el derecho de propiedad 
adquirido por la parte demandada, por ende, tiene el mejor derecho de 
propiedad sobre tal predio. 
CRÍTICA 
 
Considero que la sentencia carece de fundamentos razonables, al declarar 
fundada la demanda. Porque, si se toma por válida esa resolución, las 
hipotecas serían imposibles de ejecutar ante un incumplimiento. Y en ese 
caso, alentaría así la falta de responsabilidad de los deudores, que buscan 
evadir su responsabilidad. Además, la mala interpretación del principio de 
prioridad registral, trae consigo que no se llegue a cobrar en un futuro las 
deudas a las cuales se comprometen los deudores. 
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APELACIÓN DE LA PARTE DEMANDADA 
La parte demandada, indica que la buena fe del demandante no es 
analizada, debido a que el precio de venta de adquisición del bien es de 
$10.000  dólares,  cuando  ese  bien  fue  hipotecado  por  la  suma  de 
$41.364.00 dólares a favor del Banco CCC. Existe una clara evidencia de 
desproporción y del por qué este bien se vendió a precio de incendio. 
Además, el demandado al conocer que había una hipoteca, se atiene al 
activo y al pasivo del mismo. 
Asimismo, respecto al derecho de persecución, de acuerdo al artículo 1117° 
del Código Civil, en relación a los derechos del acreedor hipotecario, la 
doctrina señala lo que se denomina la persecución real, la cual concluyó 
satisfactoriamente a favor del Banco, de ello resultado la adjudicación. 
También, menciona sobre la posibilidad de una nueva demanda de 
ejecución de garantías, en consecuencia al razonamiento del juez que 
indica ello. Pero ¿Cómo se puede llevar a cabo la misma, teniendo ya una 
hipoteca levantada y habiendo transcurrido ya más de 10 años? Es decir, 
es imposible, además que el derecho de cobro ha prescrito. 
Además, indica que existe un abuso de derecho y falta de aplicación a los 
principios generales del derecho, debido a que atenta contra la justicia ya 
que el Banco no podría interponer una nueva ejecución de garantías, 
asimismo, trasgrede el artículo II del título preliminar, al ampararse el más 
escandaloso abuso respecto al Banco. 
Aunado a ello, señala la prioridad registral, que es interpretada de forma 
totalmente errada, debido a que la adjudicación no es un acto jurídico único 
ni posterior, sino que producto originario de la prioridad de la hipoteca ya 
inscrita con anterioridad a la venta. Es decir, el mejor derecho registral y la 
prioridad son de dicha adjudicación registral a favor del Banco respecto a la 
venta realizada por el acreedor hipotecario original, que denota que fue 
realizada para eludir su obligación de pago. 
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Mediante resolución s/n, de fecha diez de julio del año dos mil uno, se 
redistribuye la carga procesal de la ex Sala de Procesos Abreviados y de 




Esta apelación toca 4 puntos principales, como lo son la buena fe, 
persecución real, prioridad registral y la justicia. Resultando, totalmente 
atinada la apelación. Ya que lo más razonable es partir desde lo que es 
correcto y justo. Como, el cumplir con las responsabilidades que uno 
asume. La sentencia de primera instancia es un premio a la 
irresponsabilidad de los deudores hipotecarios que no cumplen con pagar 
sus deudas y a la vez es un llamado a las malas prácticas para evadirlas. 
 
 
Mediante resolución s/n del veintidós de junio del dos mil uno, la Corte 
Superior de Justicia de Lima – Sala Civil de Procesos Abreviados y de 
Conocimiento, señalaron fecha para la vista de la causa. 
 
 
d) Sentencia de Sala Superior - Segunda Instancia 
Mediante sentencia contenida en la resolución s/n de fecha 21 de agosto de 
2001, la Quinta Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima resuelve: 
REVOCAR la sentencia de primera instancia y REFORMANDOLA declara 
INFUNDADA la demanda interpuesta por Don Julio Sebastián Lombardi 
Berrospi; por los siguientes fundamentos: 
 Que, Conforme al artículo 2012° del Código Civil, el accionante tenía 
conocimiento de la hipoteca que gravaba el bien. Además, respecto al 
artículo 1097° del Código Civil, la garantía hipotecaria otorga al 
acreedor los derechos de persecución, preferencia y venta judicial del 
bien hipotecado. 
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 Que, de acuerdo al artículo 1117° del Código Civil, el acreedor puede 
exigir al deudor el pago por acción personal o al tercer adquiriente por 
acción real, lo cual no impide que se ejecute el bien que esté en poder 
de un tercero. Además, el Banco se adjudicó el bien en 1996, quedando 
levantada la hipoteca en la misma fecha de inscripción de la misma. 
 Que, el demandante no ha acreditado tener el mejor derecho de 





Estoy a favor de esta sentencia, debido a que toma en cuenta que la 
adjudicación deviene como resultado o consecuencia de un acto jurídico 
anterior a la compra venta. Además, que la falta de responsabilidad de los 
deudores no podía quedarse impune. La deuda es perseguible, incluso ante 
el tercer adquiriente, que no demuestra tener la propiedad bajo los 
lineamientos del código civil. Asimismo, la correcta aplicación del artículo 
1117° del Código Civil, permite que el acreedor pueda cobrar su deuda, a 
pesar que el bien que le otorgaron en garantía esté en manos de otro (por 
acción real). Por ello, la persecución real está permitiendo que el deudor no 
se quede sin cumplir con su obligación de cancelar su deuda. 
 
 
RECURSO DE CASACIÓN POR LA PARTE DEMANDANTE 
 
Con fecha 19 de setiembre del 2001, presenta recurso de casación ante el 
presidente de la Quinta Sala de la Corte Superior de Lima, señalando que 
existe una inaplicación del artículo 2017° del Código Civil, ya que, según el 
principio de impenetrabilidad, no se debió inscribir el derecho del Banco, 
debido a que el del demandante ya estaba inscrito dos años antes. Y respecto 
al artículo 690° del Código Procesal Civil, ya que no fue notificado, resultando 
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afectado con la ejecución y siendo impedido de esa forma de ejercer su 
derecho de defensa. 
Asimismo, se menciona una interpretación errónea del artículo 1117° del 
Código Civil, respecto a que el Banco debió ejercer su acción real frente al 
recurrente. Respecto al artículo 2012° del Código Civil, la presunción de 
conocer todo lo que dice en el registro no fue aplicada para el demandado, 
debido a que debió notificársele con el mandato de ejecución para poder 
ejercer su derecho de defensa, ya que sabía que el recurrente era el nuevo 
propietario. 
Además, señala que el artículo 2016° del Código Civil fue interpretado 
erróneamente, debido a que se ha preferido el derecho del Banco como 
acreedor hipotecario, confundiéndose los derechos que emanan del 




Mediante auto calificatorio del recurso CAS.NRO.3385-2001, de fecha 19 de 
marzo del dos mil dos, declararon procedente el recurso de casación 
interpuesto por la parte demandante. 
 
 
e) Resolución casatoria expedida por la Sala Civil Permanente de la 
Corte Suprema de Justicia 
Mediante sentencia contenida en la resolución s/n de fecha 27 de setiembre 
de 2002, la Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia de Lima 
resuelve: Declarar INFUNDADA el recurso de casación, y NO CASAR la 
resolución de vista de fecha 21 de agosto de 2001; por los siguientes 
fundamentos: 
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 Que, es necesario examinar si se ha inaplicado el artículo 2017° del 
Código Civil que señala que “No puede inscribirse un título incompatible 
con otro ya inscrito, aunque sea de fecha anterior”. 
 Que, el inciso 2 del artículo 1409° del Código Civil, no descarta que el 
derecho de persecución del acreedor hipotecario alcance al nuevo 
adquiriente. Asimismo, que el artículo 1097° del Código Civil, indica que 
la garantía hipotecaria otorga al acreedor los derechos de persecución, 
preferencia y venta judicial del bien hipotecado, lo cual guarda 
concordancia con el artículo 1117° del Código sustantivo. Es decir, no 
se ha comprobado inaplicación de la norma denunciada, máxime si el 
artículo 2012° del Código Civil prescribe que se presume sin admitirse 
prueba en contrario que toda persona conoce del contenido de las 
inscripciones, dicha situación fue admitida por el demandante. 
 
XVIII. PROBLEMAS 
a). Problema Principal o eje: 
El problema principal del presente, es determinar si el título de propiedad 
que tiene el demandante, puede ser opuesto a la propiedad adquirida por el 
banco mediante adjudicación. Y, por ende tener un derecho preferente. 
Entonces, el fondo sería el análisis del Art. 949° vs el Art. 2012° del Código 
Civil. Para saber si aunque no sea obligatorio inscribirlo en Registros 




b). Problemas Secundarios: 
De ello, se desprende hasta qué punto el nuevo adquiriente de un inmueble 
se hace responsable de los pasivos del bien que toma como suyo. Por ello, 
la Casación enfatizó ese punto mencionando, que el derecho de 
persecución del acreedor hipotecario de todas formas alcanza al nuevo 
adquiriente. 
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XIX. ELEMENTOS JURÍDICOS NECESARIOS PARA EL ESTUDIO DEL CASO 
A. NORMAS LEGALES INVOCADAS POR: 
1. DEMANDANTE 
CÓDIGO CIVIL 
Artículo 2014° Principio de buena fe pública registral 
 
 
El tercero que de buena fe adquiere a título oneroso algún derecho de 
persona que en el registro aparece con facultades para otorgarlo, 
mantiene su adquisición una vez inscrito su derecho, aunque después se 
anule, rescinda o resuelva el del otorgante por virtud de causas que no 
consten en los registros públicos. 
 
La buena fe del tercero se presume mientras no se pruebe que conocía 
la inexactitud del registro. 
 
Art. II. Título Preliminar del Código Civil.- Ejercicio abusivo del 
derecho 
La ley no ampara el ejercicio ni la omisión abusiva de un derecho. Al 
demandar indemnización u otra pretensión, el interesado puede solicitar 
las medidas cautelares apropiadas para evitar o suprimir 
provisionalmente el abuso." 
 
Art.2012° Principio de publicidad 
Artículo 2012.- Se presume, sin admitirse prueba en contrario, que toda 
persona tiene conocimiento del contenido de las inscripciones. 
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Art. 923° Noción de propiedad 
La propiedad es el poder jurídico que permite usar, disfrutar, disponer y 
reivindicar un bien. Debe ejercerse en armonía con el interés social y 
dentro de los límites de la ley. 
 
Art. 1117° Efectos de la Hipoteca frente a Terceros 
Acción personal y acción real del acreedor 
El acreedor puede exigir el pago al deudor, por la acción personal; o al 
tercer adquirente del bien hipotecado, usando de la acción real. El 
ejercicio de una de estas acciones no excluye el de la otra, ni el hecho 
de dirigirla contra el deudor, impide se ejecute el bien que esté en poder 
de un tercero, salvo disposición diferente de la ley. 
 
Art. 2017° Principio de impenetrabilidad 
No puede inscribirse un título incompatible con otro ya inscrito, aunque 
sea de fecha anterior. 
 
Art. 2016° Principio de prioridad 
La prioridad en el tiempo de la inscripción determina la preferencia de los 
derechos que otorga el registro. 
 
CÓDIGO PROCESAL CIVIL 
Art. 475 inc. 1 Procedencia 
Se tramitan en proceso de conocimiento, ante los Juzgados Civiles, los 
asuntos contenciosos que: 
1. No tengan una vía procedimental, no estén atribuidos por ley a otros 
órganos jurisdiccionales y, además, cuando por su naturaleza o 
complejidad de la pretensión, el Juez considere atendible su tramitación. 
 
Art. 690°Legitimación y derecho de tercero 
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Están legitimados para promover ejecución quien en el título ejecutivo 
tiene reconocido un derecho en su favor; contra aquél que en el mismo 
tiene la calidad de obligado y, en su caso el constituyente de la garantía 
del bien afectado, en calidad de litis consorte necesario. 
Cuando la ejecución pueda afectar derecho de tercero, se debe notificar 
a éste con el mandato de ejecución. La intervención del tercero se 
sujetará a lo dispuesto en el Artículo 101. Si se desconociera el domicilio 
del tercero se procederá conforme a lo prescrito el artículo 435. 
 
Art. 386° Son causales para interponer recurso de casación: 
1. La aplicación indebida o la interpretación errónea de una norma de 
derecho material, así como de la doctrina jurisprudencial; 
 
2. La inaplicación de una norma de derecho material o de la doctrina 
jurisprudencial; o 
 
3. La contravención de las normas que garantizan el derecho a un debido 
proceso, o la infracción de las formas esenciales para la eficacia y validez 
de los actos procesales. 
 
Está incluida en el inciso 1 la causal de aplicación indebida del Artículo 
236 de la Constitución. 
 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
Art. 2° inciso 16° Toda persona tiene derecho: 
(…) 






Art. 2012° Principio de publicidad 
Se presume, sin admitirse prueba en contrario, que toda persona tiene 
conocimiento del contenido de las inscripciones. 
 
Art. 2016° Principio de prioridad 
La prioridad en el tiempo de la inscripción determina la preferencia de los 
derechos que otorga el registro. 
 
Art. II. Título Preliminar del Código Civil.-  
Ejercicio abusivo del derecho 
La ley no ampara el ejercicio ni la omisión abusiva de un derecho. Al 
demandar indemnización u otra pretensión, el interesado puede solicitar 
las medidas cautelares apropiadas para evitar o suprimir 
provisionalmente el abuso. 
 
Art. 1097° Noción de hipoteca 
Por la hipoteca se afecta un inmueble en garantía del cumplimiento de 
cualquier obligación, propia o de un tercero. 
La garantía no determina la desposesión y otorga al acreedor los 
derechos de persecución, preferencia y venta judicial del bien 
hipotecado. 
 
Art. 1117° Acción personal y acción real del acreedor 
El acreedor puede exigir el pago al deudor, por la acción personal; o al 
tercer adquirente del bien hipotecado, usando de la acción real. El 
ejercicio de una de estas acciones no excluye el de la otra, ni el hecho 
de dirigirla contra el deudor, impide se ejecute el bien que esté en poder 
de un tercero, salvo disposición diferente de la ley. 
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CÓDIGO PROCESAL CIVIL 
Art. 475°Se tramitan en proceso de conocimiento ante los Juzgados 
Civiles los asuntos contenciosos que: 
1. No tengan una vía procedimental propia y, además, cuando por la 
naturaleza o complejidad de la pretensión, el Juez considere atendible su 
empleo; (*) 
 
(*) Inciso 1 modificado por el Artículo 3 de la Ley Nº 27155, publicada el 
11-07-99, cuyo texto es el siguiente: 
"1. No tengan una vía procedimental, no estén atribuidos por ley a otros 
órganos jurisdiccionales y, además, cuando por su naturaleza o 
complejidad de la pretensión el Juez considere atendible su empleo"; 
 
2. La estimación patrimonial del petitorio sea mayor de trescientas 
Unidades de Referencia Procesal; 
 
3. Son inapreciables en dinero o hay duda sobre su monto, y siempre que 
el Juez considere atendible su empleo; 
 
4. El demandante considere que la cuestión debatida sólo fuese de 
derecho; y, 
 










CÓDIGO PROCESAL CIVIL 
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Arts. 24° Competencia facultativa 
 
Además del Juez del domicilio del demandado, también es 
competente, a elección del demandante: 
1. El Juez del lugar en que se encuentre el bien o bienes tratándose de 
pretensiones sobre derechos reales. Igual regla rige en los procesos de 
retracto, título supletorio, prescripción adquisitiva y rectificación o 
delimitación de áreas o linderos, expropiación, desalojo e interdictos. Si 
la demanda versa sobre varios inmuebles situados en diversos lugares 





La representación judicial confiere al representante las atribuciones y 
potestades generales que corresponden al representado, salvo aquellas 
para las que la ley exige facultades expresas. La representación se 
entiende otorgada para todo el proceso, incluso para la ejecución de la 
sentencia y el cobro de costas y costos, legitimando al representante para 
su intervención en el proceso y realización de todos los actos del mismo, 




Art.80° Representación judicial por Abogado 
 
En el primer escrito que presenten al proceso, el interesado o su 
representante pueden otorgar o delegar al Abogado que lo autorice las 
facultades generales de representación a que se refiere el Artículo 74. En 
estos casos no se requiere observar las formalidades del Artículo 72, 
pero sí que se designe el domicilio personal del representado y su 
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declaración de estar instruido de la representación o delegación que 
otorga y de sus alcances. 
 
 
Art.167°Publicación de los edictos 
 
La publicación de los edictos se hace en el diario oficial y en un diario de 
los de mayor circulación del lugar del último domicilio del citado, si fuera 
conocido o, en su defecto, del lugar del proceso. Se acredita su 
realización agregando al expediente el primer y el último ejemplar que 
contienen la notificación. 
A falta de diarios en los lugares mencionados, la publicación se hace en 
la localidad más próxima que los tuviera, y el edicto se fijará, además, en 
la tablilla del Juzgado y en los sitios que aseguren su mayor difusión. 
 
 
Art.435° Emplazamiento a demandado indeterminado o incierto o 
con domicilio o residencia ignorados 
Cuando la demanda se dirige contra personas indeterminadas o 
inciertas, el emplazamiento deberá alcanzar a todos los habilitados para 
contradecir y se hará mediante edicto, conforme a lo dispuesto en los 
Artículos 165, 166, 167 y 168, bajo apercibimiento de nombrárseles 
curador procesal. 
Cuando el demandante ignore el domicilio del demandado, el 
emplazamiento también se hará mediante edicto, bajo apercibimiento de 
nombrársele curador procesal. 
El plazo del emplazamiento será fijado por cada procedimiento, pero en 
ningún caso será mayor de sesenta días si el demandado se halla en el 
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país, ni de noventa si estuviese fuera de él o se trata de persona 
indeterminada o incierta. 
 
 
4. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 
CÓDIGO CIVIL 
Art. 1117° Acción personal y acción real del acreedor 
El acreedor puede exigir el pago al deudor, por la acción personal; o al 
tercer adquirente del bien hipotecado, usando de la acción real. El 
ejercicio de una de estas acciones no excluye el de la otra, ni el hecho 
de dirigirla contra el deudor, impide se ejecute el bien que esté en poder 
de un tercero, salvo disposición diferente de la ley. 
 
CÓDIGO PROCESAL CIVIL 
Art. 196° Carga de la prueba 
Salvo disposición legal diferente, la carga de probar corresponde a quien 
afirma hechos que configuran su pretensión, o a quien los contradice 
alegando nuevos hechos. 
 
 
Art. 198° Eficacia de la prueba en otro proceso 
Las pruebas obtenidas válidamente en un proceso tienen eficacia en otro. 
Para ello, deberán constar en copia certificada por el auxiliar 
jurisdiccional respectivo y haber sido actuadas con conocimiento de la 
parte contra quien se invocan. Puede prescindirse de este último 
requisito por decisión motivada del Juez. 
 
Art. 412°.- Principios de la Condena de Costas y Costos 
La importancia de la condena en costas y costos no requiere ser 
demandada y es cargo de la parte vencida, saldo declaración judicial 
expresa y motivada de la exoneración. 
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La condena en costos y costas se establece por cada instancia, pero si 
la resolución de segunda revoca la primera, la parte vencida es 
condenada a reembolsar las costas y costos de ambas instancias. Este 
criterio se aplica también para lo que se resuelva en casación. 
Si en un proceso se han discutido varias pretensiones, la condena incide 
únicamente sobre las que han sido acogidas para el vencedor. 
En los casos en que hubiera concedido auxilio judicial a la parte 
ganadora, la vencida es condenada a reembolsar las tasas judiciales al 
Poder Judicial. 
La parte vencida en un incidente debe reembolsar las tasas judiciales, 
los honorarios de los órganos de auxilio judicial y demás gastos judiciales 
incurridos durante su tramitación. No se considera los honorarios del 
abogado. La liquidación correspondiente se realiza al finalizar el proceso. 
 
5. SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA 
CÓDIGO CIVIL 
Art. 2012° Principio de publicidad 
Se presume, sin admitirse prueba en contrario, que toda persona tiene 
conocimiento del contenido de las inscripciones. 
 
Art. 1097° Noción de hipoteca 
Por la hipoteca se afecta un inmueble en garantía del cumplimiento de 
cualquier obligación, propia o de un tercero. 
La garantía no determina la desposesión y otorga al acreedor los 
derechos de persecución, preferencia y venta judicial del bien 
hipotecado. 
 
Art. 1117° Efectos de la Hipoteca frente a Terceros 
Acción personal y acción real del acreedor 
El acreedor puede exigir el pago al deudor, por la acción personal; o al 
tercer adquirente del bien hipotecado, usando de la acción real. El 
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ejercicio de una de estas acciones no excluye el de la otra, ni el hecho 
de dirigirla contra el deudor, impide se ejecute el bien que 
 
CÓDIGO PROCESAL CIVIL 
Art. 200° Improbanza de la pretensión 
Si no se prueban los hechos que sustentan la pretensión, la demanda 
será declarada infundada. 
 
Art. 412°.- Principios de la Condena de Costas y Costos 
La importancia de la condena en costas y costos no requiere ser 
demandada y es cargo de la parte vencida, saldo declaración judicial 
expresa y motivada de la exoneración. 
La condena en costos y costas se establece por cada instancia, pero si 
la resolución de segunda revoca la primera, la parte vencida es 
condenada a reembolsar las costas y costos de ambas instancias. Este 
criterio se aplica también para lo que se resuelva en casación. 
Si en un proceso se han discutido varias pretensiones, la condena incide 
únicamente sobre las que han sido acogidas para el vencedor. 
En los casos en que hubiera concedido auxilio judicial a la parte 
ganadora, la vencida es condenada a reembolsar las tasas judiciales al 
Poder Judicial. 
La parte vencida en un incidente debe reembolsar las tasas judiciales, 
los honorarios de los órganos de auxilio judicial y demás gastos judiciales 
incurridos durante su tramitación. No se considera los honorarios del 
abogado. La liquidación correspondiente se realiza al finalizar el proceso. 
6.  RESOLUCIÓN CASATORIA EXPEDIDA POR LA SALA CIVIL 
PERMANENTE DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
CÓDIGO CIVIL 
Art. 2017° Principio de impenetrabilidad 
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No puede inscribirse un título incompatible con otro ya inscrito, aunque 
sea de fecha anterior. 
 
Art. 1409° inciso 2° Bienes objeto de la prestación 
La prestación materia de la obligación creada por el contrato puede 
versar sobre: 
(…) 
2.- Bienes ajenos o afectados en garantía o embargados o sujetos a litigio 
por cualquier otra causa. 
 
Art. 1097° Noción de hipoteca 
Por la hipoteca se afecta un inmueble en garantía del cumplimiento de 
cualquier obligación, propia o de un tercero. 
La garantía no determina la desposesión y otorga al acreedor los 
derechos de persecución, preferencia y venta judicial del bien 
hipotecado. 
 
Art. 1117° Efectos de la Hipoteca frente a Terceros 
Acción personal y acción real del acreedor 
El acreedor puede exigir el pago al deudor, por la acción personal; o al 
tercer adquirente del bien hipotecado, usando de la acción real. El 
ejercicio de una de estas acciones no excluye el de la otra, ni el hecho 
de dirigirla contra el deudor, impide se ejecute el bien que 
 
Art. 2012° Principio de publicidad 
Se presume, sin admitirse prueba en contrario, que toda persona tiene 
conocimiento del contenido de las inscripciones. 
 
 
CÓDIGO PROCESAL CIVIL 
Art. 412°.- Principios de la Condena de Costas y Costos 
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La importancia de la condena en costas y costos no requiere ser 
demandada y es cargo de la parte vencida, saldo declaración judicial 
expresa y motivada de la exoneración. 
La condena en costos y costas se establece por cada instancia, pero si 
la resolución de segunda revoca la primera, la parte vencida es 
condenada a reembolsar las costas y costos de ambas instancias. Este 
criterio se aplica también para lo que se resuelva en casación. 
Si en un proceso se han discutido varias pretensiones, la condena incide 
únicamente sobre las que han sido acogidas para el vencedor. 
En los casos en que hubiera concedido auxilio judicial a la parte 
ganadora, la vencida es condenada a reembolsar las tasas judiciales al 
Poder Judicial. 
La parte vencida en un incidente debe reembolsar las tasas judiciales, 
los honorarios de los órganos de auxilio judicial y demás gastos judiciales 
incurridos durante su tramitación. No se considera los honorarios del 




Gilberto Mendoza, nos dice que: 
«Lamentablemente, en nuestro ordenamiento no se ha adoptado una 
definición, sino que ha descrito facultades y poderes en el Art. 923 de 
nuestro código sustantivo “La propiedad es el poder jurídico que permite 
usar, disfrutar, disponer y reivindicar un bien. Debe ejercerse en armonía 
con el interés social y dentro de los límites de la ley.” No obstante ello, 
podemos esbozar como definición de propiedad aquel dominio que tiene el 
titular sobre el bien, respetando la ley y el derecho de los 
terceros.»(Mendoza, 2013) 
 
Por lo mencionado por el presente autor, nuestro ordenamiento jurídico no 
ha optado por describir lo que es una propiedad, sino explica lo que como 
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propietario de una podemos hacer. Partiendo desde el uso, que nos faculta 
para poder hacer con nuestra propiedad lo que queramos como dueños o 
para el fin que se nos antoje. Además, de disfrutar que es aprovechar los 
frutos de nuestra propiedad, lo que va a producir. También, disponer de ella, 
si queremos transferirla, donarla, venderla. Y tenemos la reivindicación, la 
cual faculta al dueño de perseguir su propiedad en caso la haya perdido de 
forma no legítima. 
 
HIPOTECA 
Luana Alberti, nos brinda el siguiente concepto: 
«a) La hipoteca es un derecho real por el cual una persona asegura el 
cumplimiento de una obligación (derecho personal) constituyendo en 
garantía la hipoteca que grava su inmueble. 
b) Debe tenerse en cuenta que las partes serán al menos dos o tres 
personas distintas. Por un lado, está el titular del derecho real de hipoteca, 
el cual puede ser una persona humana o jurídica y nada impide que sea 
más de una. A esta persona se la llamará acreedor o coacreedores, visto 
desde la órbita del derecho personal. Por otro lado, se encuentra el 
constituyente, que es quien grava con la hipoteca, un inmueble de su 
propiedad a favor del acreedor. No siempre el deudor es el constituyente, 
pues puede serlo un tercero. 
c) El constituyente ve limitada su facultad de disposición, tanto material 
como jurídica, por el gravamen que pesa sobre su inmueble. 
d) El titular del derecho real, cobra su crédito de acuerdo a lo estipulado en 
el contrato. Éste, de acuerdo a las formalidades exigidas por la ley debe 
hacerse por escritura pública (artículo 1017 CCiv. y Com.). 
e) Ante el incumplimiento del deudor, el acreedor debe iniciar un juicio de 
ejecución hipotecaria, donde se subastará el inmueble y con el producido 
de éste podrá cobrar su crédito. 
f ) Como todos los derechos reales, la hipoteca otorga a su titular las 
facultades de persecución y preferencia (ius persequendi - ius preferendi) 
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esto es, podrá cobrarse del inmueble sin importar en manos de quien esté 
y lo hará con preferencia a otros acreedores. 
g) Recae sobre cosa ajena. Esto es así pues el principio romano nemini res 
sua servitse aplica a todos los derechos reales sobre cosa que no sea 
propia. 
h) El derecho real de hipoteca no se ejerce por la posesión, pues la misma 
la detentará el constituyente, por lo tanto es de fundamental importancia su 
registración en el Registro de la Propiedad Inmueble, para dar publicidad al 
derecho del acreedor y consecuentemente, ser oponible a terceros. 
(…)»(Alberti, 2016) 
 
La hipoteca desde siempre ha sido la forma más común de asegurar el pago 
de una deuda. En la que el propietario del mismo tiene limitada sus 
facultades como dueño del mismo, al encontrarse hipotecado su bien. 
Asimismo, esta garantía real permite que ante el incumplimiento de la 
obligación, el acreedor se cobre la deuda a través del remate del bien o 
adjudicárselo, así se pueda cobrar de él. Además, menciona que es 
importante que esté registrado su derecho como acreedor en Registros 
Públicos – Bienes Inmuebles, para que sea oponible a terceros que 
ostenten tener el bien. 
 
DERECHO DE PERSECUCIÓN 
Jack Bigio, menciona lo siguiente: 
«La hipoteca otorga al acreedor un derecho persecutorio. De modo que si 
el constituyente de la hipoteca procede a enajenar el inmueble a tercero, el 
acreedor tiene el derecho de perseguir el bien cualquiera sea su tercer 
adquirente y para hacerse pago con su precio de realización. Guillermo A. 
Borda, al tratar el derecho de persecución, 
expresa: "Lo que verdaderamente define el derecho del "acreedor 
hipotecario es la posibilidad de perseguir el bien hipotecado, cualquiera sea 
su actual "titular, hacerlo vender y cobrarse con preferencia "a los demás 
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acreedores del producto de la venta". (Op.cit., tomo II, pág. 
300).»(BIGIO,1991) 
 
El autor toca uno de los puntos relevante del caso, debido a que por el 
derecho persecutorio el acreedor puede cobrar su deuda así el bien 
hipotecado haya pasado a manos de un tercero. Ello que importante, debido 
a que en el presente caso, la propiedad dada en hipoteca terminó en manos 
de un tercero que no quería hacerse cargo de la obligación, aduciendo que 
tenía buena fe. Pues bien, este derecho persecutorio, permite que el Banco 
pueda cobrar su deuda, ya que es un derecho que se le faculta a través de 
la hipoteca para que ante una situación como esta, no se quede sin cobrar. 
 
REGISTRO 
Jorge Beltrán, nos dice lo siguiente: 
« (…) el Registro en nuestro país no resulta determinante en la medida que 
depende de un acto jurídico el que puede afectar su eficacia, siendo en todo 
caso un instrumento adecuado de seguridad pero que 
en nuestra realidad puede ser desplazado por otros modos de 
recognoscibilidad social que puedan reconocer en los sujetos una 
intervención efectiva, por ejemplo a partir de notarios (…).»(BELTRÁN) 
 
El autor señala la realidad de los registros públicos, y es la falta de 
obligatoriedad que tiene porque no es vinculante registrar los actos jurídicos 
realizados que tienen relevancia. Si bien es cierto, los beneficios de este 
son múltiples ya que se parte desde la premisa de que va a dar seguridad 
jurídica. Ya que, además indica que existen otros modos de hacer 
cognoscible nuestra propiedad, como lo es el registro notarial, 
principalmente ese. Pero, sin duda el registro, sea público o notarial, tienen 
el mismo fin que es dar seguridad jurídica y protegernos ante actos de 
terceros que afecten nuestros intereses. 
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REMATE JUDICIAL 
Natalino Casassa, nos indica la siguiente innovación en el remate judicial 
de un bien inmueble: 
«Si bien se observa, la “innovación” más importante del CPC de 1993, fue 
la de suprimir, para el caso de los inmuebles, el otorgamiento de escritura 
pública a favor del adjudicatario prevista (cual rezago de la asimilación del 
remate a la compraventa) en el CPC de 1912 y su reemplazo por el “auto 
de transferencia” del art.739. Con ello, la tesis “procesalista” ganó un 
argumento de derecho positivo, pues la transferencia no Resulta ya ser el 
efecto de un “supuesto” encuentro de voluntades (entre el juez –actuando 
en representación del deudor, el “verdadero” vendedor– y el adjudicatario), 
sino de un acto de “imperio” del juez, conformante de la estructura del 
procedimiento ejecutivo tal como previsto por la ley.»(CASASSA,2017) 
 
Según el presente autor, nos explica que dentro del remate la transferencia 
del inmueble ya no implica sólo la voluntad de las partes. Una nueva 
innovación que trajo consigo el código procesal civil de 1993 fue que la sola 
decisión del Juez (a través del remate), otorga la transferencia al 
adjudicatario de forma automática. Cabe mencionar que este punto es 
importante, debido a que el Banco obtuvo la adjudicación del bien a través 






MEJOR DERECHO A LA PROPIEDAD TIENE COMO FIN EMITIR 
SENTENCIA DECLARATIVA 
“Tercero: Por consiguiente, lo que está en discusión es el mejor derecho 
de propiedad que, doctrina especializada, ha referido que con mayor 
precisión conceptual debe denominarse “acción declarativa de dominio”. El 
mismo autor expresa que ella constituye “un remedio de tutela de la 
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propiedad, que se actúa mediante una sentencia de mero reconocimiento 
sin condena, que comprueba el dominio del actor y, con lo cual, se elimina 
una incertidumbre jurídica”. En el caso en cuestión, las instancias han 
indicado que dicha declaración debe hacerse a favor del demandante 
porque tiene documento de fecha cierta y han de seguirse las normas 
prescritas en el artículo 1135 del Código Civil. Es la aplicación de dichos 
dispositivos los que se cuestionan.” 
 
 
Casación 3805-2015, Lima Este 
Lima, 21 de Abril de 2016 
Corte Suprema de Justicia de la República 






MEJOR DERECHO DE PROPIEDAD: CABE REMONTARSE HASTA EL 
PROPIETARIO PRIMIGENIO ANTE CADENA DE TRANSMISIONES DEL 
INMUEBLE 
“En sede de instancia, la Sala Superior ha confirmado mediante resolución 
de fecha veintiséis de setiembre de dos mil dieciséis, obrante a fojas 
seiscientos veintisiete, ha confirmado la sentencia apelada que declaró 
infundada la demanda, sosteniendo que el demandante no ha demostrado 
tener mejor derecho de propiedad que los demandados sobre el área de 
seis mil novecientos noventa y nueve punto ochenta y cinco metros 
cuadrados (6.999.85 m2) ubicados dentro de la parcela A-61, ni ha 
enervado en forma alguna la titularidad de estos últimos inscrita en la 
Partida N° P0101481 7, Asiento 0011, llevada a cabo con fecha dieciocho 
de enero de dos mil siete en los Registros Públicos, por lo tanto, los 
demandados gozan de la protección registral de los principios de publicidad, 
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legitimación y prioridad, contenidos en los artículos 2012, 2013, 2016 y 2022 
del Código Civil; concluyendo que, el demandante no ha acreditado los 
fundamentos de sus pretensiones y tampoco han sido enervados los 
fundamentos de la sentencia apelada, correspondiendo confirmar la 
sentencia venida en grado de apelación, que declara infundada la 
demanda.” 
 
Casación 19628-2016, Huaura 
Lima, 15 de agosto de 2017 
Corte Suprema de Justicia de la República Sala de Derecho Constitucional 






LA PRETENSIÓN DE MEJOR DERECHO DE PROPIEDAD ES 
IMPRESCRIPTIBLE 
“Con la acción declarativa de dominio (o “mejor derecho de propiedad”) se 
busca eliminar una incertidumbre jurídica propiciando una sentencia de 
mero reconocimiento. Se trata de una pretensión de defensa de la 
propiedad, la que por su naturaleza es imprescriptible. En esa perspectiva, 
en el expediente 65-2002-La Libertad, la Sala de Derecho Constitucional y 
Social de la Corte Suprema, compulsando ambos supuestos: el 
reivindicatorio y el mejor derecho a la propiedad, ha manifestado: “Que la 
acción de mejor derecho a la propiedad tiene por objeto oponer este 
derecho real frente a un tercero que también alega este mismo derecho 
sobre el bien, siendo que esta acción también se encuentra sustentada en 
el derecho de propiedad al igual como sucede con reivindicación”, teniendo 
la misma naturaleza imprescriptible de la reivindicatoria. 
QUINTO.- La doctrina nacional también ha asumido este criterio, indicando 
que si la propiedad es imprescriptible, la acción declarativa de dominio 
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también lo es; en tanto, si el derecho no prescribe, el remedio tampoco 
puede hacerlo.” 
 
Casación 4148-2015, Apurímac 
Lima, 28 de abril de 2016 






UN COMPRADOR DILIGENTE NO SOLO INTENTA CONOCER QUIÉN 
OCUPA EL INMUEBLE, SINO A TÍTULO DE QUÉ LO OCUPA 
“Cuarto.- En esa perspectiva en cuanto a la justificación interna (que 
consiste en verificar que “el paso de las premisas a la conclusión es 
lógicamente deductivamente- válido” sin que interese la validez de las 
propias premisas), se advierte que el orden lógico propuesto por la Sala 
Superior ha sido el siguiente: (i) Como premisa normativa la sentencia ha 
considerado fundamentalmente lo previsto en los artículos 949 y 2014 del 
Código Civil. (ii) Como premisa fáctica la Sala Superior ha indicado que la 
demandante, ha ejercido la posesión del inmueble durante años, en virtud 
de haber celebrado un contrato con el primigenio propietario, y por otro lado 
que los codemandados Humberto Teodomiro Santillan Otiniano, y Segundo 
Esteban Zegarra Pucahuaranga conocían de dicha posesión. (iii) Como 
conclusión la sentencia considera que los codemandados compradores del 
inmueble no actuaron de buena fe y no están asistidos con la protección al 
tercero que ofrece el artículo 2014 del código civil.” 
 
Casación 1589-2016, Lima Norte 
Lima, 09 de mayo de 2017 










El artículo 949° del Código Civil, nos señala que con la sola obligación de 
enajenar el bien inmueble, nos convierte en propietario del mismo. Pero, ¿Esto 
nos da la seguridad jurídica de que en verdad somos los verdaderos y únicos 
propietarios del mismo? 
 
Por otro lado, el artículo 2014° del mismo cuerpo normativo, nos indica sobre la 
existencia del tercero que, de buena fe adquiere un derecho por la persona que 
en el registro tiene dicha facultad para otorgarlo. Es decir, nos toca el tema ya 
del registro, aplicado al caso en concreto. 
Entonces, en orden de ideas tenemos que la parte demandante había adquirido 
un bien inmueble a través de una compraventa celebrada con los propietarios 
del bien. Asimismo, previa anterioridad de la celebración de este contrato de 
compraventa, existía una hipoteca que gravaba el bien. Aun así, dicha 
compraventa fue registrada, cuando ya habían surgido los efectos de dicha 
garantía, que era la adjudicación del bien inmueble por la parte demandante. 
 
Asimismo, bajo la premisa del artículo 2016° del código civil que toca el tema 
de la prioridad registral, la hipoteca estaba anteriormente inscrita, a la 
compraventa, y por un orden de ideas, esta iba a surtir efectos a consecuencia 
del impago de la deuda. Era realmente en vano que los deudores se deshicieran 
del bien, a sabiendas que estaba gravado. 
Además, mediante el artículo 2012° que indica que toda persona conoce el 
contenido de las inscripciones, la parte demandante sabía de la hipoteca. 




Cabe resaltar, que en 1996 el Banco ya se había adjudicado el bien, pero dicha 
adjudicación no estaba inscrita todavía. Ya que la misma se inscribió en 1999, 
dos años después que el demandante haya celebrado la compra venta. Con 
esto, queremos llegar a qué tan importante es inscribir los actos jurídicos que 
tienen relevancia en los bienes inmuebles o, en otras palabras, qué tan 
importante son las inscripciones en relación a las propiedades inmuebles. Ya 
que, asumiendo que el demandante tenía “buena fe registral” y si sabía que 
existía una hipoteca, pero, más no sabía que estaba impaga, o aún peor que 
los propietarios aún de la propiedad le dijeron que ya pagaron la deuda, pero, 
que el demandante no tenía alguna forma de saber que esto era cierto. Y, se 
confió en que nadie más estaba inscrito como propietario, ya que el Banco no 
había inscrito aún su adjudicación. Entonces, gracias a que había una hipoteca 
ya inscrita con anterioridad (1990), esta surtió sus efectos y lamentablemente el 
demandante no podía hacer nada. 
 
Pero, si hubiese existido una norma vinculante años atrás que exija las 
inscripciones de los actos jurídicos que giren en torno al bien inmueble, 
considero que no le hubiese dejado inscribir esa compraventa celebrada, ya que 
dicha adjudicación de 1996 ya hubiese estado inscrita y se tendría con más 





El sistema genera problemas, regímenes incompatibles y normas 
contradictorias. Por un lado, tenemos al artículo 949° que nos dice que con 
la sola obligación de enajenar el bien inmueble, esta nos convierte en 
propietarios del mismo. Bajo la premisa de la Unidad de Contrato, la 
compraventa, meramente consensual, transfiere por si sola la propiedad; en 
otras palabras, es a solo consentimiento de las partes. Que, es la que de 
forma taxativa nuestro ordenamiento jurídico ha adoptado. 
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Pero, por otro lado, tenemos los artículos 2022° y 2012°, que vendrían a estar 
dentro de la teoría de título y modo, que si bien es cierto a través de una 
celebración de compraventa con anterioridad (título) se presenta la 
transferencia de la propiedad, que se hace cognoscible y oponible para los 
demás (modo), dando a entender que no sólo basta el contrato sino la 
transmisión del bien inmueble y que esta quede en constancia en el registro 
para darle una seguridad jurídica. 
 
Además, cabe resaltar que si SUNARP hubiese sido una entidad que 
estuviese al tanto del predio, respecto a los resultados en relación a las 
garantías que caen sobre el bien, la adjudicación del Banco hubiese sido 
inscrita en su momento y no años más tarde. La falta de obligatoriedad en la 
inscripción de dicha traslación, trajo también consigo el problema. 
 
Entonces, existe y genera un problema que, con la falta de vinculación 
registral, no se puede solucionar. Asimismo, considero que, en la actualidad, 
bajo las jurisprudencias y doctrinas esto se viene tratando de sobrellevar, 





Un cambio respecto a la falta de obligatoriedad respecto a las inscripciones 
registrales en relación a bienes inmuebles, ya que esto acarrea una serie de 
problemas. 
 
Unificar los criterios que ya se tienen en relación a la transferencia en caso 
de compra venta, pero que a su vez se tenga la obligatoriedad de la 
inscripción de la misma, respetando los actos jurídicos ya inscritos, así como 
sus cambios relevantes que afecten el libre comercio o alteraciones del bien. 
110  
XXIII. FUENTES BIBLIOGRÁFICA: 
Mendoza, G. (2013). Apuntes sobre el Derecho de Propiedad a partir de sus 
Contornos Constitucionales. Derecho PUCP: Revista de la Facultad de 
Derecho, 9. 
 
Alberti, L (2016). La hipoteca y sus caracteres en el Código Civil y Comercial de 
la Nación. Revista Anales de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales. 
UNLP. Año 13, 154. 
 
Bigio, A (1991). Reflexiones en relaciona la hipoteca en el Código civil de 
1984.Revista: DERECHO Nº45, 119. 
 
Beltrán, J. Verdades y ambigüedades del Registro inmobiliario en el Perú: 
¿Obligatorio o potestativo? Un misterio por resolver...Revista: DERECHO Y 
SOCIEDAD, 127. 
 
Casassa, N (2017). El remate judicial de bienes inmuebles e inmuebles: ayer y 
hoy. Revista: PUCP, 182. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
111  
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